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Es por todos sabido que el Código de Comercio data del 

siglo pasado, fruto de un gobierno dictatorial que fomentó los 

capitales en beneficio de ciertos grupos en el poder y de 

intereses transnacionales. 

En la evolución de la legislatura mercantil, estos 

orígenes van quedando atrás y se han mejorado los cuerpos 

legislativos que rigen las relaciones comerciales, así como en 

los casos de conflicto, los procedimientos aplicables. 

Hoy en día, son otras las reglas que rigen los actos 

de comercio: en un mundo globalizado y siempre en la búsqueda 

de una anhelo de igualdad, el Código de Comercio ha sufrido 

reformes recientes, es entonces cuando me surgió la inquietud 

de analizar las reformas al Código Mercantil tratando de 

entender las razones que lle'var'on a legislador federal e 

emprender dichos cambios. 

Le materia en estudio de este trabajo, tiene un espe-

cial interés para mi persona, ya que por espacio de varios 

años me he desempeñado como empleado del Poder Judicial traba-

jando en un Juzgado Civil Menor de esta ciudad. Lo que me ha 

permitido día a día tener contacto directo con el Código de 



Comercio, desde la posibilidad de radicar los Juicios Ejecuti-

vos Mercantiles, mi participación en los embargos actuando 

como ministro ejecutor, hasta la realización material de las 

sentencias definitivas, en los términos que el titular lo 

ordena, =_in embargo, participo en los diversos conflictos de 

intereses que la materia mercantil genera. 

Ahora bien, las reformas al Código de la materia, 

presentan dificultades de interpretación, originando crite-

rios, y es principalmente ésta la razón que me motivé a reali-

zar este trabajo, buscando beneficios o desaciertos tanto para 

el litigante como para los Organos Jurisdiccionales. Desde 

ahora puedo anotar, como puntos que llaman especial atención 

por su nueva tratamiento legal: los términos judiciales-, la 

caducidad, la nuevas reglas de contestación de demanda, entre 

otras novedades, que me llevan a pensar que el Juicio Ejecuti-

vo Mercantil ha cambiado su estructuro, luego de las recientes 

reformas al Código de Comercio. 
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C A P I T U L O  

C T D S D E C D M E R C I D 



M - 	lkcTOS TDE CGtri F:L..S 0 ._. 

1.1.- LA PERSONA DEL COMERCIANTE. 

En la integración de cualquier relación jurídica 

intervienen los tres siguientes elementos: los sujetos de la 

relación; el objeto, materia de la relación, que puede ser una 

cosa o un hecho, y la obligación o sea el vinculo jurídico que 

se establece entre los sujetos y que no es sino la relación 

misma. Este vinculo se manifiesta por un derecho subjetivo, 

que pertenece a uno de los sujetos (sujeto activo) j Por un 

deber juridico, que corresponde al otro (sujeto pasivo). 

En este apartado nos ocuparemos de.los sujetos de las 

relaciones jurídico-mercantiles, es decir, de las personas que 

intervienen en dichas relaciones: el comerciante. 

Son sujetos del Derecha Mercantil los comerciantes, 

1sro tambi n lo sofí las personas que accidentalmente realizan 

alguna operación de comercio, aunque no tengan establecimiento 

fijo ;, por tanto, se encuentren sujetas- a ?a legislación 

%Tm-  rcant.il 

Comerciante, proviene de comercio y ést= a su vez del 

latin commer_ium de cum que significa con y mera•-_i= que 



significó mercancia.i  

En el lenguaje común y corriente, se conoce como 

comerciante a la persona que negocia comprando y vendiendo o 

permutando géneros o mercancías. Es decir, a aquellas personas 

que realizan operaciones de compraventa o de permuta, con 

propósito de lucro. Tal es el concepto originario de comer-

ciante (mercader, traficante). 

El concepto jurídico de comerciante es más amplio que 

la noción vulgar. En efecto, son calificadas también como 

comerciantes, desde el punto de vista jurídico, además de las 

personas que habitualmente realizan operaciones de compraventa 

o de permuta, aquellas otras que se dedican a actividades 

completamente distintas, de carácter industrial y agrícola, 

inclusive. 

psi, comerciante "es la persona fisica o jurídica que 

practica habitual o profesionalmente actos de comercio". 

Por tanto, son sujetos de nuestra legislación comer- 

1. Diccionario Jurídico Mexicano, Instituto de Investigaciones 
Jurídicas de la Universidad Nacional Autónoma de México, T. I. 
Editorial Forrtra, S.A.. México, 1994, p. 510. 

2. MOTO Salazar Efrain, Elementos de Derecho, Editorial F'o-
rrúa, S.A., México, 19S, p. 369. 
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cial no sólo quienes ejercen profesionalmente el comercio. 

sino quienes en cualquier momento ejecutan actos aislados de 

naturaleza mercantil. 

El Código de Comercio, en el articulo ?º establece que 

se reputan en derecho comerciantes: 

1.- Las personas físicas que teniendo capacidad legal 

para ejercer el comercio, hacen de él su ocupación ordinaria. 

2.- Las sociedades mercantiles mexicanas. 

1 

	

3.- Las sociedades mercantiles extranjeras, o sus 

agencias y sucursales, que ejerzan actos de comercio dentro 

del territorio nacional. 

Como se puede apreciar, el Código de Comercio, utiliza 

criterios distintos para determinar la calidad de comerciante. 

En efecto, cuando se trata de personas fisicas (comerciante 

individual) requiere que ejerzan el comercio en forma habitual 

para atribuirles el carácter de comerciantes. Tratándose de 

sociedades extranjeras exige la realización de actos de comer-

cio, dentro del territorio nacional. En cambio, a las socieda-

des mercantiles mexicanas las califica como comerciantes en 

todo caso, aunque no ejerzan el comercio habitualmente ni 



5 

realicen actos de comercio. 

Por lo que respecta al comerciante individual, y segun 

el numeral citado, se pueden inferir los siguientes elementos 

de definición: a) la capacidad; b) el ejercicio del comercio; 

c) la ocupación ordinaria. 

A) LA CAPACIDAD DEL COMERCIANTE: 

El articulo 5o de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos, establece que a ninguna persona 

podrá impedirse que se dedique a la profesión, industria, 

comercio o trabajo que le acomode, siendo lícitos. Por tanto, 

cualquier persona, podrá ser comerciante. Pero la capacidad 

legal a que se refiere la fracción I del articulo 3 del Código 

de Comercio, no es esa capacidad de goce, sirio la capacidad de 

ejercicio, la capacidad para actuar como comerciante. 

Según el articulo 5 del Código Mercantil, toda persona 

que segun las leyes comunes (esto es el Derecho Civil) es 

hábil para contratar y obligarse, y a quien la ley no se lo 

prohiba expresamente, tendrá capacidad legal para ejercer el 

comercio. En otras palabras, la persona _, quien el derecho 

común no prohibe el ejercicio de la profesión de comerciante 

está capacitada legalmente para ejercerla. En consecuencia, 

hay que establecer, en primer lugar, quienes son hábil_s para 
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contratar y obligarse. Al respecto el Derecho Civil establece 

que lo son todas las personas no exceptuadas por la ley, y 

ésta exceptúa únicamente, declarándolos incapaces a: los 

menores de edad; los mayores de edad, privados de inteligencia 

por locura, idiotismo o irnbecibilidad, aún cuando tengan 

intervalos lúcidos; los sordomudos que no saben leer ni escri-

bir; los ebrios consuetudinarios, y a los que habitualmente 

hacen uso inmoderado de drogas enervantes. 

Por otra parte, el propio Código de Comercio, en su 

articulo 5, establece prohibiciones para el ejercicio de la 

actividad mercantil a quienes las leyes prohiban expresamente 

dicha ocupación. 

En los términos de la legislación mercantil, no pueden 

ejercer el comercio: 

Los corredores (articulo 12 fracción I y 68 del 

Código de Comercio). Los que violen esta disposición serán 

destituidos (articulo 70 fracción II) 'y su quiebra se reputa 

fraudulenta (articulo 97 Ley de Quiebras y Suspensión de 

Pagos). 

Los quebrados que no hayan sido habilitados (articu-

lo 12 fracción II). Hay que advertir, sin embargo, que el 

articulo 106 de la Ley de Quiebras 	y Suspensión de Pagos 
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establece que podrán ser condenados a no ejercer el comercio 

hasta por el tiempo que dure la condena principal los comer-

ciantes y demás personas reconocidas responsables de quiebras 

culpables o fraudulentas. Por tanto, los quebrados fortuitos 

no podrán ser sujetos de tal condena y en consecuencia, no les 

es aplicable la prohibición.  establecida en la fracción II del 

articulo 12 del Código de Comercio, que en esta forme debe ser 

considerada modificada por el citado articulo 106 de la Ley de 

Quiebras y Suspensión de Fagos. 

Los que por sentencia ejecutoria hayan sido condena-

dos por delito contra la propiedad, incluyendo en éstos la 

falsedad, el peculado, el cohecho y la concusión (ctr ttculo 12 

-fracción III). 

En otras leyes se contienen también prohibiciones e 

incompatibilidades para el ejercicio del comercio, como la Ley 

Federal del Trabajo que señala que queda prohibido a los 

sindicatos ejercer la profesión de comerciantes con ánimo de 

lucro (articulo 73 fracción II) s le Ley General de Población 

por lo que respecta a determinados extranjeros, independiente- 

mente de 	que el articulo 33 de la Constitución Politice 

Federal declara que los extranjeros tienen derecho e las 

garantías que otorga y, en tal virtud, y de acuerdo con el 

articulo 5 del mismo Ordenamiento, podrán dedicarse a la 

profesión, industria, comercio o trabajo que _es acomode, 
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siendo licitas; el articulo 13 del Código de Comercio dispone 

que los extranjeros serán libres para ejercer el comercio, 

libertad desde luego limitada por lo convenido en los tratados 

internacionales y por lo dispuesto en la leyes que arreglen 

los derechos y las obligaciones de los extranjeros, especial-

mente la mencionada Ley General de Población. 

Muy importantes restricciones a la actividad comercial 

de los extranjeros se contiene en la Ley para Promover la 

Inversión Mexicana y Regular la Inversión Extranjera. 

Los extranjeros comerciantes, en cuanto el ejercicio 

del comercio se refiere, deberán sujetarse a las disposiciones 

del Código de Comercio y demás leyes mexicanas (articulo 14 

del Código Mercantil). 

Cabe hacer atención que la mujer casada, en cuanto al 

ejercicio del comercio se refiere, se encuentra en la misma 

situación juridice que el hombre.. Esto es, la mujer casada 

puede ser comerciante sin necesidad de la autorización del 

marido. 

Además, el Derecho Civil proclama que la capacidad 

jurídica es igual para el hombre y la mujer %, que, en conse-

cuencia, ésta no queda sometida por razón de su sexo, a res- 
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tricción alguna en la adquisición y ejercicio de sus derechos. 

Asimismo, los cónyuges pueden desempeñar-  cualquier actividad 

excepto las que dañen la moral de la familia o la estructura 

de ésta. Cualesquiera de ellos podrá oponerse a que el otro 

desempene la actividad de que se trate.  

Por su parte, el articulo 9 del Código de Comercio, 

establece que tanto el hombre como la mujer casados, pueden 

hipotecar sus bienes raices para seguridad de sus obligaciones 

mercantiles y comparecer en juicio sin necesidad de licencia 

del otro cónyuge, cuando el matrimonio se rija por el régimen 

de separación de bienes. En el régimen de sociedad conyugal, 

ni el hombre ni la mujer podrán hipotecar los bienes de la 

sociedad, ni los suyos propios cuyos -frutos o productos co-

rrespondan a la sociedad, sin licencia del otro cónyuge. 

En consecuencia, el ejercicio del comercio tiene una 

doble limitación, relativa a la capacidad de actuar, y a que 

se refiere nuestra ley civil, y a las prohibiciones que. esta-

blecen  tanto la ley mercantil como las leyes migratorias. 

B) EJERCICIO DEL COMERCIO: 

Los artículos 3 y 5 del Código de Comercio, establecen 

como requisito para ser considerado legalmente comerciante, 

además de la capacidad, el ejercicio del comercio. 
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Frecuentemente la doctrina ha considerado que la 

e>presión "ejercer el comercio" significa lo mismo que reali- 

zar' efectivamente actos de comercio. Esta equiparación reo es 

acertada; el maestro Mantilla Molina' establece al respecto 

que "no todos los actos de comercio son aptos para conferir el 

status de comerciante". En efecto, una persona puede, en forma 

habitual, reiterada, librar cheques para el pago de sus deudas 

;', a pesar de que esa actividad implica la realicación efecti-

va de actos de comercio, no por ello adquiere la calidad de 

comerciante, porque no puede afirmase seriamente que ejerce el 

comercio en ese supuesto. 

Considera que debe abandonarse la doctrina que preten-

de que la fracción I del articulo •_No del Código de Comercio 

debe entenderse como si dijera "ejercicio efectivo de actos de 

comercio". "Si nos detenemos -escribe el citado autor- en el 

articulo 3o para fijar el concepto de comerciante, si escudri- 

gamos todo el código de que forma parte, para obtener una 

interpretación sistemática del texto legal, encontraremos 

,T,ú1tiples preceptos que descansan en el supuesto de que el 

comerciante es titular de una negociación, bien se le llame 

asi, bien se empleen expresiones que en el léxico del Código 

resulten sinónimas (establecimiento mercantil, empresa, alma- 

_. MANTILLA Molina Roberto L., Derecho Mercantil, Editorial 
Prorrtla, S. A., Móxico, 1953, p. 83-84. 
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cén, tienda, casa de comercio). Por tanto, puede afirmarse, 

.haciendo una interpretación sistemática del articulo _o, que 

es comerciante quien tiene una negociación mercantil." 

La doctrina sostenida por Mantilla Molina, aunque no 

está a salvo de reparos, tiene la ventaja de superar la inex-

acta equiparación de la expresiones 'ejercicio 'del comercio" y 

"realización efectiva de actos de comercio'. 

C) OCUPACIQN ORDINARIA: 

Para que una persona deba de ser considerada como 

comerciante es necesario, además de los dos requisitos arriba 

indicados, que haga del ejercicio del comercio su ocupación 

ordinaria (articulo 3 fracción I del Código de Comercio). 

Esto es, para que alguien pueda ser calificado como 

comerciante es preciso que ejerza el comercio no en forma 

esporádica o accidental, sino de manera habitual, reiterada-

mente,  haciendo de esa actividad el verdadero ejercicio de una 

profesión. Esta afirmación, conduce a ligar a la figura del 

comerciante con la de regociación a empresa mercantil, _n la 

que indudablemente el ejercicio del comercio adquiere las 

características de habitualidad y reiteracidri. 
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1.2.- EL ACTO CIVIL Y EL ACTO DE COMERCIO. 

Una vez analizado el concepto de comerciante, ahora se 

procede a estudiar brevemente el término que le da razón de 

ser, el acto de comercio, para diferenciarlo además, del acto 

civil. 

Primeramente, hay que distinguir que el articulo 75 

del Código de Comercio, hace referencia a los actos de comer-

cio y no hechos, porque en la categoría general de los hechos 

jurídicos, o sea de los hechos a que el Derecho atribuye 

consecuencias jurídicas, se distinguen los actos jurídicos, o 

sea a las manifestaciones de voluntad humana encaminadas a 

producir consecuencias de Derecho. Y en la categoría de los 

actos jurídicos se distinguen los actos ilicitos y los líci-

tos, llamados estos últimos negocios juridicos. Pues bien, si 

la ley hubiese hablado de hechos de comercio, habría incurrido 

en una inexactitud, pues nos habría hecho creer que la materia 

de comercio puede comprender hechos que no son actos humanos, 

lo que no puede ser, porque el comercio es una rama de la 

actividad humana, y, por lo mismo, un conjunto de actos, y 

étnicamente de actos. Asi, el transcurso del tiempo, que es un 

hecho jurídico en el verdadero sentido del vocablo, en cuanto 

independiente del querer humano, produce consecuencias aún en 

el campo mercantil diversas que las que genera en la esfera 
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civil, y_ la prueba es que tenemos una prescripción comercial; 

y las diversas consecuencias que el Derecho hace derivar del 

correr del tiempo provienen tinicarnente de la diversa natLurale- 

:a (civil o mercantil) de las relaciones a que lo refiere. Asi 

también si la ley hubiese hablado de negocios mercantiles, se 

habría expresado incorrectamente, porque habría hecho pensar 

que la materia de comercio comprende únicamente los actos 

licitas, siendo así que la disposición del artículo 4 declara 

mercantiles hasta los actos ilícitos del comerciante, y, de 

igual manera, los actos ilícitos que mantienen relación con el 

ejercicio de fina empresa. Por lo tanto, ya que la ley ha 

excluido de la materia los hechas no humanos, e incluido en la 

misma algunos actos humanos ilícitos, se ha expresado correc-

tamente al hablar de actos de comercio en general.4  

Doctrinalmente, ninguna definición de acto de comercio 

es aceptada unánimemente. Su noción, por sus múltiples face-

tas, parece haber escapado, a pesar de los arduas esfuerzos de 

destacados mercantilistas, a los lis-pites precisos de una 

definición. Los autores, en su mayoria, la consideran inalcan-

sable. 

Nuestro Código de Comercio, no 	define al acto de 

4. ARCANGELI Ageo, cit. por TEMA Felipe de J., Derecho Mercan-
til Mexicano, Editorial "orrúa, S.A., México, 1990, p. 49-50. 
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comercio; se limita a enuírerar casuisticamente una serie de 

actos a los que otorga ese carácter. 

M pesar de ello, se cree opmri_uno anotar la defini-

ción que proporciona el instituto de Investigaciones Jurídicas 

de la Universidad Nacional Autónoma de México, por su.  senci- 

llez técrnica: 

"Denominase acto de comercio a la expresión de la 

voluntad humana susceptible de producir efectos Jurídicos 

dentro del ámbito de la realidad reservada a la regulación de 

la legislación mercantil".5  

Establecido en nuestro sistema Jurídico la dualidad de 

códigos (civil y mercantil), y declarando el de Comercio, en 

su articulo 1 que: "Los actos comerciales sólo se regirán por 

la dispuesto en este Código y las demás leyes mercantiles 

aplicables", se.impone la necesidad de deslindar ante todo la 

esfera de aplicación de ambos ordenamientos legales, definien-

do y puntualizando con la mayor precisión posible la naturale-

za especifica de los actos de comercio y determinando las 

diferencias que los separan de los puramente civiles. Fá-

cilmante se percibe que un error en esta materia, dada la 

diversidad, profunda a veces, que existe en ambas legislacio- 

5. Diccionario Juridico Mexicano, ob. cit., p. 70. 
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nes, producirá en muchos casos consecuencias trascendentales. 

Se podría decir, que nuestro legislador se ha preocupado por 

darnos un criterio seguro, una norma precisa y clara, mediante 

la cual podamos conocer la esencia `f naturaleza del acto da 

comercio, precisar sus rasgos distintivos y característicos 

abarcar en una noción sintética y común todos los que existen, 

y a~tn todos loe que puedan existir-. 

De esta manera, existe una imposibilidad de definir el 

acto de comercio con total apego al criterio legislativo, , ya 

que 	nuestro Código, al igual que los que rigen en la mayor 

parte de la naciones europeas y americanas, no ha definido la 

naturaleza propia de tales operaciones, sino que, se insiste, 

se ha limitado a forjar una enumeración de ellas, que, aunque 

bastante larga, tenia que resultar incompleta, al declarar en 

su fracción XXIV del articulo 75, igualmente mercantiles los 

actos de naturaleza semejante a los catalogados, y autorizar a 

los jueces para que decidan discrecionalmente sobre el carác-

ter dudoso de tal o Cual acto no comprendido en la enumeración 

legal; considerando este supuesto únicamente cuando fuera 

necesaria la intervención de un órgano jurisdiccional, luego 

de un conflicto de intereses, por- lo que el acto de comercio 

no queda definido en forma general, sino en este caso, de 

manera especifica. 



Sin embargo, Rafael de Fina Varas  sostiene que existen 

dos sistemas para la determinación de los actos de comercio: 

el subjetivo y el objetivo. Según el primero, un acto será 

mercantil, esto es, acto de comercio, cuando lo ejecute Un 

comerciante. La calidad mercantil del sujeto otorga a los 

actos su carácter comercial. De acuerdo con el sistema objeti-

yo, los actos son calificados de mercantiles en virtud de sus 

caracteres intrínsecos, cualquiera que sea el sujeta que los 

realice. Nuestro Código de Comercio, adopta en esta materia un 

sistema mixto, aunque predominantemente objetivo, ya que 

algunos de los actos que regule derivan su mercantilidad de 

sus propias características, los son en si y por si, sin 

importar la calidad de la persona que los lleva , cabo; otros 

actos, en cambio, tienen el carcter de mercantiles precisa-

mente por la circunstancia de ser realizados por un comercian-

te. esto es, por la consideración de la calidad del sujeto que 

los ejecuta. 

Hasta este momento, =_e ha tratado de definir al acto 

de comercio, y fiemos llegado ñ la conclusión que, legalmente 

no ce puede hacerlo, pero además, la finalidad del presente 

apartado e=_ distinguirlo del acto puramente civil, para lo 

cual, se cree conveniente definir al acto jurídic=a conforme al 

6. DE FIN Vara Refaél, Derecho Mercantil Mexicano, Editorial 
Porrúa, S.A., México. 1990, p. 22-23. 
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criterio civilista. 

Así. acto jur-idico "es la manifestación de voluntad de 

Lkrl_ o más personas encaminada =. producir consecuencias de 

u er-_ci"4o (que pueden consistir _rt la crescidn, modificación, 

transmisión o e>tinción de derechos subjetivos y obligaciones) 

y que se apoya para conseguir esta finalidad  ert la autoriza-

ción talle en tel sentido le concede -21 ordenamiento juridico'.,e  

En consecuencia, para distinguir un acto jurídico 

mercantil del propiamente civil, los doctrinistas se apoyan en 

un criterio atendiendo a le finalidad que persiga la ejecución 

de los actos; así, por lo que tosa al mercantil. _= alude al 

término "lucro", entendido este como especulación c=omercial en 

el sentido de la realización ordinaria o habitual de actos que 

el Código de Comercio, reputa colmo comerciales. El lucro, 

pues, es la ganancia obtenida del resultado d_ un_. _actividad 

la especulación es el propósito de ese resultado. 

La intención o propósito de lucro, es utilizado para 

determinar como comerciales ciertos actos _ ciertas empresas 

que persigan o. tengan dicho fin, que tengan un=, finalidad 

especu:ati` e propiamente dicha. Ais:i, ae án actos civiles, 

regulados por el derecho común, los que no persigan fine_ de 

7. Diccionario Jurídico Mm 'i cano, ob. cit. •• p. 85• 
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lucro; y actos comerciales, los que se realicen con la inten-

ción o el propósito de obtener ganancias. 

Hecha tal distinción, no está por demás transcribir 

qué actos son considerados como mercantiles por el Código de 

la materia. 

ARTICULO 75.- "La ley reputa actos de comercio: 

I.- Todas las adquisiciones, enajenaciones y alquile-

res verificados con propósito de especulación comercial, de 

mantenimientos, artículos, muebles o mercaderias, sea en 

estado natural, sea después de trabajarlos o labrados; 

II.- Las compras y ventas de bienes inmuebles, cuando 

se hagan con dicho propósito de especulación comercial; 

III.- Las compras y ventas de porciones, acciones y 

obligaciones de las sociedades mercantiles; 

IV.- Los contratos relativos a obligaciones del Estado 

u otros títulos de crédito corrientes en el comercio; 

V.- Las empresas de abastecimientos y suministros; 

VI.- Las empresas de construcción y trabajos pt~blicos 
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y privados; 

VII.- Las empresas de fábricas y manufacturas; 

VIII.- Las empresa_ de transportes de personas o 

cosas, por tierra o por agua, y las empresas de turismo: 

IX.- Las librerías y las empresas editoriales y tipo-

gráficas 

X.- Las empresas de comisiones, de agencias, de ofici-

nas de negocios comerciales y establecimientos de ventas en 

publica almoneda; 

XI.- Las empresas de espectáculos públicos; 

XII.- Las operaciones de comisión mercantil; 

XIII.- Las operaciones de mediación en negocios mer-

can ti les; 

XIV.- Las operaciones de bancos; 

XV.- Todos los contratos relativos al comercio m.ariti- 

mo y a la navegación interior y exterior; 
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XVI.- Los contratos de seguros de toda especie, siem-

pre que sean hechos por empresas; 

X'VII.- Los depósitos por causa de comercio; 

XVIII.- Los depósitos en los almacenes generales y 

todas las operaciones hechas sobre los certificados de depósi-

to y bonos de prenda librados por los mismos; 

XIX.- Los cheques, letras de cambio o remesas de 

dinero de una plaza a otra, entre toda clase de personas; 

XX.- Los valores u otros títulos a la orden o al 

portador, y las obligaciones de los comerciantes, a no ser que 

se pruebe que se derivan de una causa extrar,a al comercio; 

XXI.- Las obligaciones entre comerciantes y banqueros, 

si no son de naturaleza esencialmente civil; 

XXII.- Los contratos y obligaciones de los empleados 

de los comerciantes en 10 que concierneal comercio rerCi=  del nego-

ciante que los tiene a su servicio; 

XXIII.- La enajenación que el propietario o el culti-

vador haga de los productos de su finca o de su cultivo; 
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XXIV.- Cualesquiera otros actos de naturaleza análoga 

a los expresados en este código. 

En caso de duda, la naturaleza comercial del acto ser; 

fijada por arbitrio judicial". 

1.3.- EL CREDITO. 

Existen un gran número de definiciones de la palabra 

crédito; para sLt mejor comprensión, se comenzar con el anli-  

sis de su definición etimológica y luego se hará referencia de 

los conceptos que la doctrina mexicana _ internacional tratan 

al respecto. 

La palabra crédito proviene del latín _redere, a su 

vez del vocablo creditun,, que significa tener confianza,  tener 

fe en algo. 

Cervantes Ahumada'-  comenta que de un- persona en quien 

s_ cree, a la que se le tiene confianza. se dice que es perso-

na digna de crédito. 

8. CERVANTES Ahumada Raúl,  Titules  y  Operaciones  de  Crédito  
Editorial Herrero, S. A. , México, 1988, n. 213. 



En sentido jurídico, habr=i negocio de crédito cuando 

el sujeto activo, que recibe la designación de acr_ditante, 

traslade al sujeto pasivo, que se 1lama acreditado, un Valor 

económico actual, con la obligación del acreditado de devolver 

tal Valor 0 su equivalente en dinero en el plazo convenido.9  

En 	un sentido moral, el autor Pablo Greca lt.r  empresa 

que: "crédito es la buena reputación de que goza una persona". 

Agrega, en sentido jurídica indica el derecho subjetivo que 

deriva da cualquier relación obligatoria que se contrapone al 

débito que incumbe al sujeto pasivo de la relación. 

Un diverso autor, que establece al crédito como una 

institución, la es Octavio A. Hernándec11  que expresa: "el 

crédito es una institución económica jt.tridica en cuya virtud 

Ltna persona entrega a otra un bien presente a cambio de 15 

promesa de que Se lo entregar; al vencimiento de la obliga- 

_idn, otra bien o =u equivalente". 

9. KOCH Arwed, cit. por CEF:VANTES Ahumada Rat:tl . ob. cit., p. 
214. 

10. GRECO Pablo, cit. por ACOETA Romero Miguel, Derecha Banca-
rio, Editorial Far-róa, S. A., México, 1991, p. 52k. 

11. HERMANDEZ A. Octavio, ció. par BAUUCHE Gar-ciadiego Mario, 
Ooer,cicne=__ Bancarias, Editorial Porrúa, S. A., México, 1987, 
p. 28. 



23  

Para Rafaél De F'ina12  "crédito es el derecho que tiene 

una persona (acreedora) de recibir de otra (deudora), la 

prestación a que ésta se encuentra obligada". 

Finalmente, el Dr. Miguel Acosta Romero 	opina que: 

"puede decirse que el crédito es la transferencia de bienes 

que se hace en un momento dado por una persona a otra, para 

ser devuelta a futuro, en un plazo señetlado y generalmente con 

el pago de una cantidad, por el uso de los mismos. Es de 

aclararse que el crédito no sólo puede otorgarse en dinero, 

sino también en especie". 

Como puede apreciarse, no hay uniformidad entre los 

doctr-inistes para establecer un criterio de definición del 

concepto crédito, ya que para unos es un negocio, para otros 

es una institución económica, hay quienes piensan que es un 

derecho, inclusive otros lo precisan como un derecho de carác-

ter subjetivo, y finalmente el maestro Acosta Romero lo equi-

para e la transferencia de bienes, en dinero o en especie. 

Independientemente de lo anterior, se con_.ider_, que 

los elementos del crédito son: 

12. DE FINA Raf é1 y De Fina Vara F:afaél , Diccionario de 
Derecho, Editorial Porra, E. A., Mc>cico, 1986, p. 192. 

13. AGOSTA Romero Miguel, ob. cit., p. 227. 
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1g La existencia de ciertos bienes; 

2g La transferencia de ellos, o de su disposición 

jurídica, de su titular a otra persona (la que lo disfruta); 

3o El lapso de tiempo durante el que se usan los 

bienes; y 

4o La obligación de restitución de los mismos, con el 

pago de la cantidad pactada para su uso. 

Hay quien afirma que la confianza forma parte también 

de este concepto. 

En el crédito, pueden apreciarse respecto de aquél que 

lo recibe, operaciones pasivas, y respecto de aquél que lo 

otorga, operaciones activas. Se han ensayado numerosas clasi-

ficaciones del crédito y se le puede considerar, desde el 

punto de vista de las entidades que lo reciben: crédito a la 

industria, a la importación, al comercio, al consumo, etc. Por 

la finalidad a que está destinado: para adquisición de bienes 

de consumo duradero, para obras públicas, para importación y 

exportación, para la agricultura, para la industria, etc. 

Según el plazo a que se contrae: •a corto, mediano y largo 

plazo. 
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1.4.- EL TITULO DE CREDITO Y EL TITULO EJECUTIVO. 

La materia de estudio de la presente tesis, es lo 

concerniente al Juicio Ejecutivo Mercantil, luego de las 

recientes reformas al Código de Comercio, por tanto, se hace 

necesario analizar las instituciones que le dan origen, los. 

titules ejecutivos, y diferenciar _t éstos con los de crédito. 

Por titulo de crédito se entiende el documento que 

autoriza al portador legitimo para ejercitar contra el deudor, 

y transferir el derecha literal y autónomo en él consignado.14  

Nuestra Ley General de Títulos y Operaciones de Crédi-

to, en su articulo 5o define a los titules de crédito como los 

documentos necesarios para ejercitar el derecho literal que en 

ellos se consigna, concepto inspirado de la definición de 

Vivante,i5  para quien el titulo de crédito, "es un documento 

necesario para ejercitar el derecho literal y autónomo e>;pre- 

cado en el mismo". 

Los titules de crédito, en cuanto a su naturaleza 

jurídica, pueden ser considerados bajo tres aspecto=_. 

14. DE FINA Rafael Y De Pina Vara Rafaél, ob. cit., p.4bO. 

15. CERVANTES Ahumada Raúl. ob. cit., p. 9. 
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a).- Como actos de Comercio: El articulo lo de la Ley 

General de Títulos y Operaciones de Crédito, dispone que: La 

emisión, expedición, endoso, aval o aceptación de títulos de 

crédito, y las demás operaciones que en ellas se consignan, 

son actos de comercio. Por su parte, las fracciones XIX y XX 

del articulo 75 del Código de Comercio, consideran actos de 

comercio a los cheques, letras de cambio, valores u otros 

titulos a la orden o al portador. En todos estos casas, la 

calificación mercantil del acto es estrictamente objetiva, con 

independencia de la calidad de la persona que la realiza. Asi, 

tan acto de comercio será el libramiento de un cheque, o la 

suscripción de un pagaré, cuando es hecho por un comerciante, 

como si lo realiza quien no tenga ese carácter. 

b) Como cosas mercantiles: El articulo lo de la Ley 

General de Títulos y Operaciones de Crédito, establece que son 

cosas mercantiles los titulas de crédito. Pero se diferencian 

de todas las demás cosas mercantiles en que aquellos, son 

documentos; es decir, medios reales de representación gráfica 

de hechos. Tienen además, el carácter de Cosas muebles en 105 

términos de nuestra legislación coman. 

c).- Como documentos: La ley y la doctrina consideran 

que los títulos de crédito son documentos (articulo 5e de la 

Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito, entre otros 
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muchos). Pero lo son de una naturaleza especial. 

Existen los documentos meramente probatorios, cuya 

finalidad consiste en demostrar en forma gráfica la existencia 

de alguna relación jurídica, misma que, a falta de tales 

documentos, podrá ser probada por cualquier otro medio admisi-

ble en Derecho. 

Por otra parte, se encuentran los documentos llamados 

constitutivos, que son aquellos indispensables para el naci-

miento de un derecho. Esto es, un documento es constitutivo 

cuando la ley lo considera necesario, indispensable, para que 

determinado derecho exista, es decir, sin el documento no 

existirá el derecho. 

Por lo tanto, los títulos de crédito son 

constitutivos, porque sin el documento reo existe el derecho; 

pero, además, el documento es necesario para el ejercicio del 

derecho, y por ello, se habla de documentos dispositivos: son 

documentos constitutivos en cuanto a la redacción de aquellos 

es esencial para la existencia del derecho pero tiene un 

carácter especial en cuanto el derecho vincula su suerte a la 

del documento. En este sentido puede decirse que el documento 

es necesario para el nacimiento, para el ejercicio y para la 

transmisión del derecho, por lo que con razón se habla de 

documentos dispositivos. 
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De todo esto, se pueden desprender como caracteristi- 

cas comunes de los titulos de crédito, las siguientes: 

1.- Incorporación: se dice que el derecho está incor-

porado al titulo de crédito., porque se encuentra tan intima-

mente ligado e él, que sin la existencia de dicho titulo 

tampoco existe el derecho ni la posibilidad de su ejercicio. 

La incorporación del derecho el documento es tan 

intima, que el derecho se convierte en algo accesorio del 

documento; éste último es lo principal y el derecho lo acceso- 

rio, el derecho ni existe ni puede ejercitarse, si no es en 

función del documento. 

2.- Legitimación: los títulos de crédito otorgan a su 

tenedor el derecho de exigir las prestaciones en ellos consig-

nadas. La posesión y presentación del titulo de crédito legi-

time e =_u tenedor, lo faculta para ejercitar el derecho y 

exigir la prestación. Asi pues, la función de legitimación de 

los títulos de crédito no consiste en probar que el beneficia-

rio o detentador es titular del derecho en él documentado, 

sino en atribuir a éste el poder de hacerlo valer. 

En su aspecto pasivo, =e habla de legitimación, que 

opera a favor del deudor, el que se libera cuando paga al 
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tenedor legitimo. 

3.- Literalidad: el articulo 5o de la Ley General de 

Titulas y Operaciones de Crédito, se refiere a "derecho lite-

ral"; de ello se desprende que el derecha y obligación conte-

nido en un titulo de crédito están determinados estrictamente 

por el texto literal del documento. 

4.- Hutonomia: se dice que el derecho incorporado a un 

titulo de crédito es autónomo, porque al ser transmitido aquél 

titulo atribuye a su nuevo tenedor un derecho propio e inde-

pendiente y, consecuentemente, el deudor no podrá oponerle las 

excepciones personales que podría haber Utilizado contra el 

tenedor anterior. Esto es, los obligados no podrán oponer al 

último tenedor las excepciones personales que pudieron haber

formulado contra los tenedores precedentes. 

Los principales y más comunes titulas de crédito son: 

la letra de cambio, el paesrc. el cheque, las obligaciones, 

los certificados de participación, certificados de depósito, 

el bono de prenda y las obligaciones c~n`íertible_ en acciones, 

todas reguladas =n la Ley General de Titule y Operaciones de 

Crédito, existiendo otros diversos `titulo_, r gia t_nts as por 

otras leyes. 

Ahora bien, por cuanto cal titulo ejecutivo, se puede 
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decir que son los documentos considerados como presupuestos de 

cualquier ejecución procesal que, por su especial eficacia 

probatoria en el caso concreto, origina en el órgano jurisdic-

cional competente la obligación de desarrollar su actividad 

con finalidad ejecutiva. 

El título ejecutivo es, pues, el documento publico o 

privado, susceptible de originar en el órgano jurisdiccional 

competente la obligación de desarrollar su actividad con 

finalidad ejecutiva. 

Para la Suprema Corte de Justicia de la Nación, los 

títulos que tienen el carácter de ejecutivos constituyen una 

prueba preconstituida de la acción ejercitada en juicio. 

El articulo 1391 del Código de Comercio -recientemente 

reformado-, establece los titulo= ejecutivos al disponer que: 

"El procedimiento ejecutivo tiene lugar cuando la 

demanda sse' funda en documento que traiga aparejada ejecución. 

Traen aparejada ejecución: 

I. La sentencia ejecutoriada o pasada en autoridad de 

cosa juzgada y la arbitral que sea inapelable, conforme al 

articulo 134k, observándose lo dispuesto en el 1348; 
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II. Los instrumentos p~rblicos; 

III. La confesión judicial del deudor, según el arti-

culo 1288: 

IV. Los titulos de crédito; 

V. Las pólizas de seguros conforme a la le¡ de la 

materia; 

VI. La decisión de los peritos designados en los 

seguros para fijar el importe del siniestro, observándose lo 

prescrito en la ley de la materia 

VII. Las facturas, cuentas corrientes y cualesquiera 

otros contratos de comercio firmados y reconocidos judicial-- 

mente por el deudor; y 

VIII. Los demás documentos que por disposición de la 

le; tienen el carácter de ejecutivos o que por sus car-acteris- 

ticas traen aparejada ejecución.' 
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2.1.— EDAD MEDIA. 

El hombre ha ejercido el comercio desde los primeros 

momentos de su historia. Algunos pueblos se han dedicado en 

forma tan exclusiva y exitosa a la actividad mercantil, que su 

nombre es sinónimo de comerciante, tales: el fenicio o el 

judio.1  

Sin embargo, el Derecho Procesal Mercantil, tiene sus 

raices en una época de actividad mercantil casi nula, y 	fue 

elaborado por un pueblo cuya religión prohibia el lucro y cuyo 

derecho era totalmente inadecuado para reglamentar el comer-

cio: los comerciantes cristianos europeos de la Edad Media. 

La Edad Media produjo el hundimiento del comercio, 

tras la calda del Imperio Romano en manos de los bárbaros, 

todo el comercio, las comunicaciones y la administración se 

echaron por tierra. Los señores feudales mandaban como amos 

absolutos sobre los campesinos de sus latifundios y la produc-

ción agricola servia, en forma exclusiva, para satisfacer las 

1. ZAMORA F'ierce Jesúts, Derecho Procesal Mercantil, Editorial 
Cárdenas, México, 1991, p. 1. 
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necesidades vitales de los productores. Los intercambios 

revestían generalmente la forma de trueque, en una economia 

doméstica, no monetaria. Por lo cual, =_e puede afirmar que _1 

comercio `/ la industria de las ciudades llegaron `t una parali-

zación casi completa. 

En este sistema de horizontes locales, la Cínica orge- 

nicacisn que conservó su fuerza y que pasa por encima de las 

fronteras, fue la iglesia que desconfiaba de la actividad 

mercantil, por ser-  productora de ganancias fáciles, destinadas 

a crear y satisfacer costumbres sensuales. Por lo que ponla 

trabas al desarrollo del comercio, que vive del crédito, 

estorbándolo con su prohibición absoluta de estipular intere-

sas, ya que era inmoral percibir éstos por razón de préstamo. 

La consecuencia de la actitud de la iglesia fue arro-

jar el escaso comercio de principios de la Edad Media en 

mercaderes sirios y judíos. 

Ya en la Epoca Carolingia la agr-icultur_, principió a 

producir un excedente, por encima del consumo del campesino, 

que pudo ser destinado a la venta; los principales productos 

que llegaron a comercializarse    frieron el vino, los cereales 

le sal. 

Pronto se estableció una intima relación entre comer- 
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cio, ciudades y mercados. El intercambio de bienes fue más 

intenso en las ciudades, en razón de la mayor concentración de 

personas y de que los comerciantes tendían a gravitar hacia 

ellas. De ello comienzan a surgir los mercados y las ferias. 

Asi en Francia, en Siglo IX se celebran los mercados anuales 

en Cambrai y Compiegne, ciudades que se convirtieron en bri-

llantes escenarios de aquella famosas ferias de Champagne. A 

partir del Siglo XII leas ferias adquieren carta de naturaleza. 

• Las de mayor importancia fueron las d_ Champagne. en Francia; 

las de Nápoles y Florencia, en Italia; las de raiini-r!ovgorod 

en Rusia, y en España las de Medina de Campo. 

Los mercaderes que se reunían en los mercados y ferias 

eran un tipo de hombre nuevo. En aquella sociedad estática en 

donde las clases eran prácticamente impermeables, y cada 

individuo se de dedicaba a la misma actividad a la que se 

hablan consagrado __us ancestros, el comerciante cristiano 

eur ope: -s el primero da su _l _•ss • pues d== -'-- :d_ de familias 

que no habían practicado nunca el comercio. En tanto que el 

hombre medieval tiende a permanecer atado a la tierra que lo 

Vio nacer, el comerciante se desplaza. llevando su mc-rcinci ñ, 

del lugar en dende abunda a aquél en donde su escasez le 

otorga un sobreprecio que será su ganancia. 

La primera fase del Derecho Procesal Mercantil está 
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constituida por las costumbres desarrolladas en los mercados y 

ferias medievales. Señalaremos los objetos procesales de ese 

derecho: un tribunal de feria está compuesto por dos agentes 

de la autoridad del lugar que pueden aplicar el derecho de las 

ferias. So admite como prueba el juramento, , la prueba por 

excelencia del derecho de feria es el contrato inscrito en el 

registro de 1•-, misma. surge asi la prueba documental. El 

procedimiento es brevísimo, todo litigio debe ser resuelto en 

el lapso de duración de la feria, terminada la cual los comer-

ciantes volverian a, su lugar de origen. o se dirigirían a la 

próxima feria. El demandado no puede oponer excepciones de 

incompetencia, ni recusar •a los jueces, y lec sentencia es 

inmediatamente ejecutable, pues la apelación no produce efec-

tos suspensivos. El tribunal se dirige en ocasiones a juris-

dicciones extranjeras, pidiéndole la ejecución de la senten- 

ca. 

Los tribunales mercantiles administraban justicia sin 

ninguna formalidad, siguiendo las reglas de la equidad. El 

procedimiento es verbal. Las- reglas aplicables en los diversos 

paises europeos, tienden a unificarse, dado el carácter inter-

nacional de i, actividad mercantil. La justicia consular _s 

clasista. Los cónsules son competentes únicamente para conocer 

de los litigios surgidos entre los miembros de la corporación, 

todos ellos, por definición, comerciantes. AS:.. el concepto 
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procesal de competencia, sirve de piedra de toque para deter-

minar los limites del Derecho Mercantil; asi tenemos que esta 

rama del Derecho y su aspecto procesal, nc surge ni es otra 

del legislador, ni de 1ñ doctrina jLtridica, sino que tiene su 

nacimiento en los usos y costumbres imperantes en 1d época. 

Los habitantes de las ciudades sometidas el poder 

obispal o al de los señores feudales, tenían constantemente 

presente el rógimen jurídico privilegiado del que gozaban los 

comerciantes en el interior de sus corporaciones y en las 

ciudades netamente mercantiles, en tanto que el proceso coman 

continuaba aceptando las ordylias y, en general, aplicando el 	j 

proceso germánico. Esta dualidad, desfavorable para los no 

comerciantes, iba a dejar lugar, paulatinamente, a un acerca-

miento entre el procedimiento mercantil y el proc_diiniento 

común. Por una parte, los habitantes de las ciudades iban a 

luchar por obtener privilegios que les permitieran librarse 

del proceso primitivo que se les aplicaba. Por la otra, los 

tribunales mercantiles se abrieron —a laos procesos comllnee, o, 

al menos, aceptaron que ante ellos comparecieran nc comercian-

tes cuando Ci litigio versaba sobre un acto mercantil. Podemos 

afirmar, entonces, que los tribunales mercantiles, a más de 

crear el Derecho Procesal Mercantil y d_ contribuir en forma 

capital a la creación dei Derecho Mercantil ntil !!st_'.nLivo, repre-

sentaron un ejemplo ; una avanzada _n le. evolución del Derecho 
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Civil. 

Paralelamente al comercio terrestre, nace y evoluciona 

el comercio mar-itimo europeo con características en todo 

similares, porque los iTnsrinos se agrupan _n corporaciones `f el 

derecho de estos gremios se forma consuetudinariamente e 

instituyen consulados mentimos cori funciones Jurisdiccionales 

sus sentencies crean y precisan el Derecho Mercantil Maríti-

mo. Así _l consulado merltimo mi =_ sntiguoo del que se tiene 

noticia, es el de Pisa, que ye existía antes del Siglo X con 

el nombre de consulado del Arte del- Mar. 

2.2.— LEGISLACION ESPA1OLA. 

En la época del descubrimiento y conquista de Amér-ic, 

los comerciantes espyñole=_ ;%t se agrupaban en corporaciones 

denominados consulados, casas de contratación o universidades 

e Ti_r=ddcrs_. Y como ','a se ha anotado. 	-=y'-'C orraanisimos 

contaban con facultades jurisdiccionales. 

Los reyes les habían otor_adc la facultad d_ dictar 

las normas necesarias pera su gobierno y para al r^gimen de 

los negocios mercantiles en que h2,hian de intervenir. Aproba- 

das 	por el rey , estas normas se publicaban con el nombre de 

0rden_.n:as . 



Habitualiriente, transcurrían algunos ac,os entre la 

fecha en que el rey concedía a una organización de mercaderes 

i Cll1Le..dª5 jlt'r iadic_iorale ;J para elabores" sus ordenen=_,,y 

aquella otra de publicación de las ord_n.n:_,s _probadas por el 

rey; además, las ordenanzas eran Sujetas _, modificaciones, lo 

que nos permite encontrar fechas correspondientes a un mismo 

consulado. Los reyes católicos, _n 1494, confirieron ; r'ivile- 

- los mercaderes de lea ciudad de r?urgos, para que tuvieran 

jurisdicción para conocer y decidir de 1_t= diferencias  

debates que __ vieren entre mercader % mercader, sometiendo 

sus decisiones a 1n confirmacióri regia. En 15.39 el rey otorgó 

facultades jurisdiccionales a la Casa de Contratación de 

Sevilla, ctorg-.ndole el monopolio del comercie con las Indias, 

del cual surge _l famoso ordenamiento jLlridico que hoy conoce—

mos c=n el nombre de Ordenanzas de Sevilla d_ 155. 

Especial mención, debe hac_rsie d=_• las Ordenanzas de 

Bilbao, porque su vigencia, y aplicación se e:lt_ndisron a todo 

Espñiia. en virtud de 17 jurisprudencia.. f a tiK::'_CG, por razón 

lógica de la conquista. 

^ 	Pl rnnTrn nP rnMFrtrTn FRamnP=S- 

El Código de Comercio Napoleónico de fecha 15 de 
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septiembre de 1207, que entró en vigor el 1º de- enero de 1802, 

,marca Ltn momento culminante en le evolución del Derecho Mer-

cantil. En ó1. se presenta _laborado ye en forma definitiva el 

concepto del acto de comercio, como det rminen te del contenido 

de esta rama del Derecho. Deja el Derecho Mercantil de ser el 

derecho profesional, subjetivo, de los comerciantes, .para 

tomar como eje el concepto objetivo del _,_to do comercio, con 

independ_nc_= de quien lo realice. 

De los cinco grandes Códigos Napoleónicos, el Civil y 

el Penal van ecompe arios de sus respectivos códigos de proce- 

di,T,ientos; el de Comercio, en cambio, reglamentaba en su libro 

tercero le, quiebre y en su libro cuarto 1=t jurisdicción comer-  

cial, manteniendo aei la falta de precisión que ha caracteri-

zado los limites entre el Derecho Mercantil sustantivo y el 

procesal mercantil. 

2.4.- MEXICO PREHISPÁNICO Y COLONIAL. 

Les comerciantes., en nuestro país y hasta entes de la 

1 legada cg=u_ u e :C= - span-l  es. formaron  _ n _ clase social perfecta- 

mente  definida, que goza de :marcadas privilegios. 

Les pochtecas. clase profesional del comercio azteca, 
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constituyeron una piedra angular do la politice imperial de 

ese pueblo. Or-gani_ados en grupos los negociantes 'viajaban a 

todos los r 1nco•ne=- del imp 	inclusivo 'r_! _traben .. otras 

naciones d_ M.=—sz .mi i ic_., _n donde actuaban como espi_.s y 

even_sda económica de la polio==, ¡Crp_r ..,1 asteca. .n pago d_ 
sus mtltiples servicios econ mico_ • pollticos y de inteligen-

cia militar, gozaban un rango especial S usaban Y_at_d'_;r as que 

los distinguían -a_ _os d_:Piás habitantes, •,i,ian agrupados en 

barrios exclusivos, se organizaban en corporaciones y =_cmet_an 

sus litigios a tribunales que les estaban reservados. 

S_ 	sabe d_ le. existencia de corporaciones de comer - 

cient_s prehispánicos en T_%CCCC', r7CC_,pützalco 	Cucu`.iticán, 

Ch lco, Otumba, T_noc%t_tlean ;% Ti: teloic'ü. 

LO_ tribunales mercantiles aztecas eran competentes 

aun en materia pc-na1, siempre que c1 acusado fuese comercian- 

te, 	con 	1'_ _Lie.1 ='_i u; ._',__Gi n fue m`- amplia que la que 

ostentaban los séme_ artes tribunales que funcionaron en Euro- 

pa' r r- 

El El der _cho 1ndiocn_ americano en tener _tl , Í especial- 

mente el derecho del pueblo _.Ct=CS. ya que fue ésta gravemente 

reprimido, "iiTi'_='_'. desapa .ió _c,2? __n d i 3r uc1la, -. pe=sar 'de que 

_r, la= Leyes de indias __ 'Jizpini-n _,ue _e _:u=,rd-,~_n lc.=_ 'leves 
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y buenas costumbres que antiguamente tenían los indios para su 

buen gobierno; lo cual no ocurrió por el desplazamiento cultu-

ral y político del pueblo conquistador sobre los prehispáni-

cos. 

La Conquista de América fue para España una operación 

mercantil. La búsqueda de metales preciosos fue el principal 

interés que movió a los conquistadores; tan es así, 	que su 

localización determinaba la ubicación de las ciudades y su 

final envio a Europa transformó la vida económica de ese 

Continente. 

España ,,eia en sus colonias un mercado seguro y una 

fuente inagotable de ese combustible de la vida económica que 

son los metales preciosos. Por ello, su primera medida consis-

tió en establecer un monopolio sobre el comercio y prohibir a 

las demás potencias europes el acceso a es_ mercado cerrado. 

Pocos año=_ después, a imitación de los consulados espaoles, 

nacieron en América los tribunales ms car:ti i__ que CX(iQIa el 

comercio del nuevo Continente. 

en México, _l tribunal del consulado se estable-

ció en 1581, bajo el Virrey Lorenzo Suárez de Mendoza; su 

jurisdicción comprendía la Nueva E=spaña. la  Nueva Galicia, 

Nueva Vizcaya, Guatemala y Yucatán. No teniendo ordenanzas 

propias el consulado de México, =_e dispuso aplicar la de los 
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consulados de Burgos y de Sevilla, hasta la formación de las 

suyas, que recibieron la real aprobación de Felipe III en 

104, con el nombre de Ordenanzas del Consulado de Mémico. En 

1795 se crearon el Consulado de Veracruz por C4dula Real de 

Carlos III y el de Guadalajara. Posteriormente se estableció 

en Puebla, con autorización del Virrey, un consulado que no 

llegó a obtener la confirmación real. 

Las facultades jurisdiccionales del consulado de 

México, desde el punto de vista del proceso mercantil, era la 

de servir de tribunal de comercio para conocer de todos los 

litigios surgidos entre lo=_ mercaderes Matriculados. El proc_- 

dimento Ante el consulado era sumario, de preferencia verbal y 

conciliatorio. Repudiaba los formulismos, otorgaba a los 

cónsules amplias -facultades para hacerse de pruebas y  para 

valorarlas; reducia los incidentes y los recursos, y finalmen-

te, prohibia a las partes que se asistieran de Abogados. H1 

lado de las facultades jurisdiccionales, el consulado de 

México. Como los dem is Cori5Liladcs hispanos, tachan facultades 

legislativas y administrativas. El rey les confirió las prime-

ras para la redacción de sus propias ordenanzas. Las segundas 

comprendían Una gama de -Actividades que hoy están más adecua-  

dami_nte confiadas a las Cámaras de Comercio. en algunos casos, 

i _, la autoridad estatal en otros. Am{ pues, el consulado era 

el representante oficial de los comerciantes de iiue`Ja 'España 

como 	tal intermediaban ante cl Monarca e=pa ol sobre las 
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necesidades y exigencias de sus asociados para lo que les 

enviaban procuradores y letrados a la Corte. 

2.5.- MEXICO INDEPENDIENTE. 

La Independencia de México no tuvo como consecuencia 

inmediata que dejara de estar en vigor la legislación españo- 

Ice. ni ello era posible ni deseable, pues no puedo improvi-

sarse una tradición ni legislación Jurídica. Las Ordenanzas de 

Bilbao continuaron aplicindos_, con breves interrupciones, 

hasta que se publicó el Código de Comercio de 1-084. 

Por decreto de 16 de octubre de 1824 se suprimieron 

los consulados y se entregó la Jurisdicción mercantil a los 

Jueces de letras, quienes deberían ser asesorados por comer-

ciantes. 

Por decreto de 15 d_ noviembre de 1841, Antonio López 

d_ Santa Anna, restableció los tribunales mercantiles., si bien 

no so trataba. ya d_ lo_ Viejos consulados, pues L_n_''.cn exclu-

sivamente funciones Jurisdiccionales, quedando la labor do 

desarrollo del comercio a cargo d_ Ta__ juntas de Fomento 

creadas por el propio decreto. 
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La influencia del nuevo Derecho Mercantil, que seguía 

los lineamientos del Código Napoleónico, se deja ver, al 

señalarle a los tribunales competencia objetiva para conocer 

de todos los pleitos sobre negocios mercantiles, sin exigir 

que el actor fuese comerciante. ;' nuevamente los tribunales 

mercantiles aplicaron las Ordenanzas de Bilbao, mientras se 

forma el primer Código de Comercio mexicano. 

Este ordenamiento nace el 16 de mayo de 1854, conocido 

con el nombre de Código de Lares, en honor a su creador Teodo- 

s.io Lares, ministro de justicia de Santa Anna; muy influido 

por el Código Español de 1829, y tuvo una vida accidentada ya 

que por decreto de 22 de noviembre de 1855 d_.;ó d= aplicarse y 

volvieron a estar en vigor las Ordenanzas de Bilbao. 

Surge JeCpU'=s. el Código de Coi~ier_ie d_. 1854, que en 

la materia procesal, en su libro sexto, en apariencia regla-

mentaba al juicio mercantil, cuando en realidad lo único que 

regulaba con detenimiento es =1 juicio de quiebra. En 1384, a 

más 	de no existir ; a tribunales mercantiles, los juicios_ 

mercantiles =_e reglan por el procedimiento civil, con 1:, 

salvedad de algunas normas de excepción. 

El 	Presidente Porfir.io D{ az i or mó una comisión ten- 

diente a reformar total o parc_ñlmen, __ el Código de 1884, 

comisión compuesta por los Licenciados Joaquín Casasús, José_ 
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de Jesús Cueva y José Maria Gamboa, quienes elaboraron un 

texto, mismo que fuera promulgado el 15 de septiembre de 1889 

y que entrara en vigor el lo de enero de 1890 como el actual 

Código de Comercio, ordenamiento que intentó establecer u.na 

regulación completa del proceso mercantil, apartándose radi-

calmente del Código de 1884. 

C1 ."gente Código de Comercio, con ura centenaria 

existencia, para __mpls'tm ntdr sus disposiciones, ha sufrido 

una serie de modificaciones y reformas, la más reciente 	que 

fuera publicada en el Diario Oficial de 1=, Federación del 24 

de mayo de 1996, que en cuanto al Juicio Ejecutivo Mercantil, 

habremos de cementar en un apartado especial. Igualmente, de 

aquél ordenamiento de 1990, fueron desprendiéndose una serie 

de legislaciones para complementar sus disposiciones, tales 

coma: la Ley General de Titulas y Operaciones de Crédito, lit 

Ley General de Sociedades Mercantiles, la Ley Sobre el Contra-

to de Segura, la Ley General d_ Inst_yuc_oncs de Crédito,la 

Ley General de Cr"g r,l'__,___n_S y auxiliares del Crédito y la 

Ley de Quiebras y Suspensión de Fago,  entre otras. 
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z RE3L.AS GE1 E:R.ALES DEL 

3.1.- PROCESO Y PROCEDIMIENTO. 

La finalidad del presente capitulo e=_ iniciar el 

estudia dal Procedimiento Mercantil. en sus aspectos genera.- 

les, para lo cual se comenzará por definir los términos proce-

so y procedimiento, que camúiniTmente Se Utilizan en forma indis-

tinta. 

Proceso, proviene del latín prc c8_ u_ que significa 

proceso, o progresión. En un sentido común y corriente, tal 

palabra se traduce en un conjunto de fases o etapas de un 

acontecimiento. 

En tcrminos jt.tr'idicos, el proceso "_5 una serie de 

actos jL idiro_ que Se Suceden reo_ ll arm snt_ _n el tiempo y se  

encuentran concatenados entre Si por el fin _t objeto ,U_ so 

quiere realizar ar 	con ellos. Lo que da unidad al conjunto y 

vinculación a dichos actos, es precisamente la finalidad que 

se persigue, lo que configura la institución'.-  
............_........_....__.___......._._....._ _._._ 

1. 	F'ALLAF:ES Eduardo, Diccionario de Der _cho Procesal Civil, 
Editorial F'or'rúa, S. A., Mó:cico, 198é, p. •54O. 
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Ahora bien, proceso jurisdiccional es el que se lleva 

a cabo ante los órganos jurisdiccionales, o sea, los encarga-

dos de administrar justicia en sus diversas modalidades. 

Comprende igualmente los proceso=a que se tramitan ante los 

tribunales as¡ como ante las juntas de conciliación y arbitra-

je o tribunales administrativos. 

Rafael de F'ins, igualmente define al término proceso 

en la siguiente manara: "el conjunto de actos regulados por la 

ley y realizados con la finalidad de alcanzar la aplicación 

judicial del Derecho Objetivo y la satisfacción consiguiente 

del 	interés 'legal tutelado en el caso concreto, mediante una 

decisión del juez ccnpeten =_" . 

Finalmente, Cipriano Gómez Lara define al proceso como 

"un conjunto complejo de actos del Estado como soberano, de 

las partes interesadas y de los terceros ajenos a la relación 

substancial, actos lodos que tienden -. 1a aplicación de una 

ley general e. un caso concreto controvertido para solucionarlo 

o dirimirlo". 

2. DE FINA Rafael y De Fina Vare Rafael, Diccionario d_ Ocre-
o, Editorial i'orr;_ra, S. A., México. 199, p. 399. 

3. GCMEZ Lara Cipri=no,  Teoría General del Proceso, Editorial 
Herla, México, 1990, p. 132. 



50 

En cuanto al procedimiento, y tomando el pensamiento 

de Rafael de Fine, hemos de definirlo, como el conjunto de 

formalidades o trámites a que está sujeta la realización de 

loa actos jurídicos civiles. administrativos y le~isl3tivos. 

La palabra procedimiento referida a las formalidades 

procesales es sinónimo de la de enjuiciamiento s como le de 

proceso lo es de la de juicio. El citado autor, expone además 

que el procedimiento constituye una garantía de la buena 

administración de la justicia; porque las violaciones a las 

leyes del procedimiento pueden ser reclamadas en la vía del 

Amparo.4 

Eduardo Pallares hace una clara distinción entre los 

conceptos proceso y procedimiento, cuando expone: "No hay que 

identificar el procedimiento y el proceso. Este último es un 

todo o si se quiere, una institución. Está formado por un 

conjunto de actos procesales que se inician coro la presenta-

ción y admisión de la demanda, y termina cuando concluye por 

las diferentes causas que la ley admite. El procedimiento es 

el moda como va desenvolviéndose el proceso, lo_ trámites a 

que está sujeto, la manera de sustanciarlo, que puede ser 

ordinaria, cuma; ia, sumar"i=iima, breve o dilatada, escrita o 

verbal, con una o varas instancias, con periodo de prueba o 

4. DE FINA Rafaé1 y De Pina Vara F;afab , ob. cit., p. 97. 
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sin él, 	y asi sucesivarnente" . 

3.2.- PERSONALIDAD DE LOS LITIGANTES. 

Por 	lo que hace a la personalidad, _n la doctrina 	se 

c=s1., que ésta tiene diversas acepciones: 	se manifiesta 	corno 

la característica de ser persona del derecho, ya que no 	todas 

las 	personas 	tienen 	reconocimiento como tal 	(por 	ejemplo 

anteriormente el tratamiento de la iglesia). igualmente se 	le 

identifica 	con la capacidad procesal, 	de tal forma que en 	la 

mayoría de las obras de derecho procesal se habla de la 	capa- 

cidad y no de la p_rsonaii-ad. 

Por 	su parte, el Dr. 	Carlos Arellano Gñrciab 	afirma 

que se llama personalidad a la capacidad de actuar en juicio. 

En 	lo 	referente 	a la regulación especifica 	de 	la 

personalidad 	de 	los liti;sr:tes en 	materia mercantil, 	ésta 

alude 	principalmente _. 	tres instituciones: a los ausentes, 	a 

los gestores judiciales `f 	al 	li`isconsarcio tanto activo 	como 

pasivo, 	c=hía hacer-  la aclaración que las recientes reformas al 

5. 	FALLARES Eduardo, 	ob. 	cit 	, 	p. 	b.=9. 

. 	ARELLANO Sar-cie, Carlos,, 	F'ric`-=- 	Forense Mercantil, 	Edito- 
rial 	Poorr¿ta, 	S. 	A., 	México, 	=9^_, 	p. 	5. 



C 2 Ì y 

Código Mercantil, le dan una visión diferente a estas tres 

cuestiones procesales, corito a continuación se analiza. 

Por lo que respecta _• los aLl=_nt__. 

El articulo 1056 del Código de Comercio, en cuanto a 

los ausentes e ignorados, simple y llanamente, dispone que 

Éstos serán representados en los tórminos que previene el 

Código Civil para el Distrito Federal, razón por la cual, es 

necesario hacer algunos comentarios respecto de dicho ordena-

miento legal. 

La ausencia es la situación en que se Encuentra una 

persona que ha abandonado el lugar de su residencia ordinaria, 

del que se ignora el lugar donde se halla y que no se tiene 

noticia cierta de su vida o de su muerte. El solo hecho de no 

encontrarse una persona =_'n su domicilio, no basta para que se 

( 

	

	le considere ausente: sino que es necesario que no haya dejado 

quien lo represente, que s= igncre su paradero y que no =-a 

tenga certera de =_U existencia. 

El procedimiento de ausencia tiene lugar cuando se ha 

pr_d ;_idc el estado de ausencia, es un precsdiTiento --E.1.1t Iar 

y que tiene como fin, resolver, aunque no en forma definitiva, 

numerosos problemas que surgen con la aus_ncia de una persone, 

relativos os a sus tienes, a los derechos de las p.•-_ :untos her=•- 
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dero5. a la situación del cónyuge, a la protección de los 

menores y en general a los acreedores y su seguridad con 

relación ct la persona cuyo paradero _e ignora : éste se inicia 

ante el elle_ de lo civil a petición de parte l: oficio, cuando 

se configure el estado de ausencia. •7e proceder=. a citar a las 

personas por medio de edictos que se publicarán en los perió-

dicos del último domicilio del ausente. En cuanto a lo=s bien-

es, nombrará depositario de ellos y dictar! las medidas nece-

sarias para asegurarlo. Vencido el tármino para que se presen-

te el ausente por si o por representante, el Juez lo nombrará 

a petición de parte o del Ministerio Publico, el cual tendrá 

facultades de administración y representación. Pasados des 

años desde que se nombró representante, 1-= presuntos herede-

ros, el Ministerio Póbl i co y los que tengan a i gLtn derecho 

podrán pedir la declaración de ausencia. Si a juicio del juez 

es • undada tal petición, ésta se publicará durante tres meses 

en el Periódico Oficial del lugar donde se intente la acción y  

en los principales del Ultimo domicilio del ausente. Si el 

ausente ha d=iadc _. nd_.x.ú': 'gens. c . el plazo para pedir la 

declaración de ausencia, sera de tras aP.es a partir de la 

desaparición del ausente, si en __.- periodo no se tuvieran 

noticies suyas o desde la fecha en que __ 'dei aren de tener. 

Pasados cuatro meses d_s•d_ la tltime publicación, el juez 

d_cl rar & en forma la ausencia, que nuevamente se  publicare.. 

='_„u J _ r  _ _ L o Luego de dicha declaración las personas que _=i,;_.rf derecho 

sobre x:75 bienes  del  ausente podrán =j-. --' --= pr-..•';isi'_rf_.lmen- 
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te mediante garantías; se procederá a la apertura del testa-

mento en presencia del representante, con citación de las 

personas que promovieron la declaración de ausencia y cum-

pliendo las solemnidades prescritas en el propio testamento. 

Pasados seis años después de la declaración de ausencia el 

juez a instancia de parte, abrirá el periodo de la declaración 

de la presunción de muerte, cuyo principal efecto es que se 

abre la sucesión del alísente s  y los poseedores provisionales 

darán cuenta de su administración a los herederos que entrarán 

en posesión definitiva sin otorgamiento de garantía alguna. 

Esta declaración pone fin a la sociedad conyugal cuando asis-

te. Cuando la desaparición se deba a un siniestro bastará que 

hayan transcurrido dos arios desde su desaparición para que 

pueda pedirse la declaración de presunción de muerte. 

Por cuanto a los gestores judiciales: 

El articulo 1058 del Código de Comercio, luego de su 

reforme. me. ii_pone que: 

Por aquel que no estuviere presente en el lugar del 

Juicio ni tenga representante legitimo, podrá comparecer" 

Un gestor Judicial para promover en el interés 'dei actor o del 

demandado, y siempre sujetándose a las disposiciones de los 

•artículos 1896 a 1909 dei Código Civil para el Distrito Fcdo- 

ral, y gozan=. de lo derechos y facultades d_ un mandatario 
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judicial. Si la ratificación de la gestión se da antes de 

exhibir la fianza, la exhibición de ésta no será necesaria". 

Como se aprecia 1  en el dispositivo transcrito no se 

refiere al ausente o ignorado, sino a aquella persona que 

transitoriamente no se encuentre presente en el lugar del 

juicio; ahora bien, si tiene representante legitimo, sea éste 

endosatario, mandatario judicial o apoderado, no hay ningún 

problema, porque cualquier persona que se encuentre en estos 

supuestos será su legitimo representante en juicio; cuando no 

ocurra asi, la solución que plantea el Código de Comercio, es 

en la figura del gestor judicial, que ahora puede recaer éste 

tanto en la persona del actor como también del demandado, ya 

que cabe recordar que anteriormente no era admisible el gestor 

judicial para representar al actor. 

Otra situación que llama la atención es lo relativo a 

las obligaciones y facultades que tiene el gestor judicial, 

que la ley nos remite nuevamente al Código Civil para el 

Distrito Federal, concretamente a la figura de la gestión de 

negocios, aun cuando en la parte final del articulo imenciona-  

do, expresamente dispone que "gozar_`, de los derechos y facul-

tades de un mandatario judicial". 

Asi las cosas, la persona que intervenga como gestor 

judicial de otra, debe desempeF ar tal encargo con toda la 
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diligencia que emplearía en sus negocios propios, debiendo 

indemnizar los daños y perjuicios que por culpa o negligencia 

causa al dueño de los bienes o negocios por los que gestiona; 

para lo cual, _l propio Código da Comercio le obliga _;l gestor 

judicial a otorgar fianza, misma que serác calificada por el 

tribunal;'e>tistiendo la posibilidad de que no sea necesaria la 

fianza, cuando la ratificación de la gestión realizada por la 

persona a cuyo favor se hace, sea hecha antes de la exhibición 

de la misma (art. itr~ó) 

Por- cuanto al litisconsorcio: 

Otra figura que regula el Código d_ Comercio es la 

relativa al litiscon_orcic, consistente en una modalidad del 

proceso en el cual existe una pluralidad de actores o demanda-

dos., o de ambos; es decir, cuando varias personas ejercitan la 

misma acción hay litisconscrcio activo. 0 cuando varias perso- 

nas 	oponen las mismas tzepci cine_, o tienen la calidad de 

demandadas en el mismo juicio. _urge el litisconsorcio pasivo. 

Así cuando existe el litisconsorcic' sea activo o pasivo, los 

litisconsortes deberán litigar unidos bajo '_t`;a misma r =presen- 

:ación. A este efecto, dentro de tras día=_ nombrarán un repre- 

e_ntant_ judicial, en ca=_ de no designar mandatario pc~rctn 

elegir de entra- las mismas un representante común; si dentro 

del término 	no nombrare -~arc_cr O ni hicieran 2ran  la 

_lección de representante común, o no se pusieran de acuerdo, 
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el juez nombrará al representante escogido de alguno de los 

que hayan sido propuestos y si nadie lo hubiere sido, nombrará 

e. cualquiera de los interesados. El representante '=CtKtn tendrá, 

las mismas facultades que si litigare exclusivamente por su 

propio derecho, excepto las de desistirse, comprometer en 

árbitros, sólo teniendo estas facultades si expresamente le 

son conferidas por los litisconsorta=_. 

El mandatario nombrado o el representante común, sea 

el designado por los interesados o por el Juez, será el ttnico 

que pueda representar a los que hayan ejercitado la misma 

acción u opuesto la misma excepción. La finalidad de estas 

figuras es la de evitar mú.l tiples solicitudes contrarias o 

contradictorias, por lo que tales mandatarios o representantes 

serán inmediata y directamente responsables por la negligencia 

en su actuación ¡ responder&n de los daos y perjuicios que 

causen a sus poderdantee y representadas. 

Fin 	lm _n`__, y por __rapto hace e la personalidad, en el 

recientemente reformado articulo X061 del Código de Comercio, 

se contemple. 13 obligación de accmip ññr al primer escrito el 

poder que acredite la personalidad del que comparece a nombre 

d_ otro: C. documento o documentos que acreditan el c r---`ccter 

con que el litigante se presente en juicio en ceso de una 

representación legal de alguna persona, corporación o cuando 

el derecho que reclame provenas por habérsele transmitido por 
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acción y aquellos en que el demandado funde sus excepciones, 

entendido éstos como documentos originales y sancionando 

especial supuesto para en caso de que no se tengan los origi-

nales y se hayan solicitado copias. 

Cabe hacer mención, que en cuanto a la personalidad de 

las partes, el Juzgador la examinará de oficio; pero resulta 

un derecho procesal para los litigantes,  Cuando se contempla 

la posibilidad de impugnar la personalidad de su contraria 

cuando se tenga razones para e7lo, impugnación que no suspen-

derá 
 

el procedimiento principal, que se desahogará en vía 

incidental y cuya resolución podrá ser apelable, por cualquie-

ra de las partes interesadas; situación que es novedosa, ya 

que no se contemplaba la posibilidad de ataque o impugnación a 

la personalidad de la contraparte, pero que _n opinión perso-

nal , puede tener sus riesgos cuando los litigantes se den 

Cuenta de que puede ser una forma para confundir o abusar de 

la buena fue de los tribunales. 

=.3.- FORMALIDADES JUDICIALES. 

Las formalidades judiciales son muy importantes en 

todos loa Juicios•  ya ame civiles, mercantiles, laborales. 

etc., en virtud de que dan seguridad jurídica a los interesa- 
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dos, es decir. Éstos saben a qué atenerse en el proceso 

tienen certidumbre. Asi mismo, son trascendentes porque persi— 

guen que ambas partes tengan igualdad de oportunidades para 

hacer valer sus derecho 	% finalmente, cabe destacar que las 

formalidades dan orden a los procesos. 

El Procedimiento Mercantil se materializa en una serie 

de actuaciones que deben estar sujetas ct determinadas pres-

cripciones, como son las siguientes: 

la Conforme al artículo !O3  del Código de Comercio, 

los juicios mercantiles se substanciarán conforme e lo 

dispuesto por el propio Código, así como por las leyes espe-

ciales en materia de comercio (Ley General de Titules y Opera-

ciones de Crédito, Ley de General d_ Sociedades Mercantiles, 

Ley de Quiebras y Suspensión de Pagos, etc.), y en su defecto 

por la ley procesal local respectiva; en _l sae, por el 

Código da Procedimientos_. Civiles para el Estado de Guanajuato. 

2_ Deben llevarse a cabo en días y horas hábiles, so 

pena de nulidad. Lo anterior regulado conforme al articulo 

l'D64 del Código de Comercio; haciéndose l_, aclaración que son 

dices ábiles todos los del aso, menos los sábados y domingos, 

los feriados `/ aquello= en que no labore el tribunal competen-

te en materia mercantil . Por cuanto a las horas hábiles, éstas 

se entienden las que median desde las siete hasta las dieci— 
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Es necesario que el secretario o quien haga sus 

rece=_, esto es, quien lo sustituya, haga constEr el dia y la 

hora en que se presenta un escrito, balo pena de sanción por 

una multa, ello de acuerdo con lo preceptuado por el articulo 

1O.)6.~. Obligándose además al mencionado funcionario, a dar 

Cuenta de él dentro de las veinticuatro horas al juez titular, 

lógicamente para que éste la provea y surjs el acuerdo corr_s- 
r 

pondienta. 

4 Igualmente, en los pleito=_, las -vistas sern públi-

cas, y el acuerdo ; diligencias de prueba, reservadas. En la 

doctrina, esto significa que las resoluciones se dictan sin la 

presencia de las partes, pero para las pruebas sólo pueden 

( 

	

	acudir las partes que legalmente están f=cultsdas per-.a inter- 

venir. 

á mor C.ltimo al articulo 1Ob7 se le sgregd la obli-

gación del tribunal -t _:,pedir copias a cota del solicitante, 

sed simple o fotostática de los documentos o resoluciones que 

obran sr, juicio, bastando le solicitud verbal del interesado ;' 

siempre que sea parte y sin que se requiera para _l lo decreto 

Judicial , pero siempre dejando _orvater cia =n autos d=_ =u 

r-_cep, ci_n: por canto a 1_, expedición de copias certificadas, 
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si se requiere solicitud, sea ésta por comparecencia o por 

escrito, pero en este caso si requiriéndose acuerdo judicial. 

No está por demás asentar que la violación a las 

formalidades judiciales en el Procedimiento Mercantil, segun 

se desprende del articulo 1064, serán nulas por lo que cabe la 

promoción del incidente correspondiente, como lo es el inci-

dente de nulidad de actuaciones. 

3.4.- NOTIFICACIONES Y TERMINOS JUDICIALES. 

Este tenia también reviste gran importancia en la 

tramitación de las controversias judiciales de carácter mer-

cantil. En principio, cabe anotar, que por notificación debe 

entenderse el medio legal por el cual se da a conocer a las 

partes o a un tercero el contenido de una resolución judicial. 

Ff raíz de jis re`c'rmass al Ctjigqo de la materia, hoy en 

dia se hace una enumeración de los diversos tipos de notifica- 

ción que pueden hacerse en estet1. v p 	de procedimientos, s, ct 

saber-: personales o por cédula; por boletin judicial, gaceta o 

periódico judicial sn 1cs lugares donde -_ =dite ; =n loe 

estrados del tribunal: por edictos; por correo y por telégra-

fo. 

1 



El articulo 1069 regula la obligación de todo litigan-

te en el sentido de que, a su primer escrito o en la primer 

diligencia Judicial, deben designar domicilio en el lugar del 

juicio para hacer notificaciones; se le agrego, además, la 

posibilidad de que las partes puedan autorizar a una o varias 

personas para oir notificaciones en su nombre, haciéndose 

factible el hecho de que éstos queden Facultados para interpo-

ner recursos, ofrecer e intervenir en pruebas, pedir sentencia 

y realizar cualquier acto necesario para la defensa de los 

derechos del autorizante, sin que éstos puedan sustituir o 

delegar dichas facultades a un tercero; todo ello con la ¿tnica 

salvedad de que el autorizado pueda ejercer la profesión de 

abogado, es decir, acreditando sus estudios con la cédula 

profesional o carta de pasante para la práctica de la aboga-  

cia. 

Cuando se ignore el domicilio de la persona que debe 

ser notificada, la primera notificación e 1_ han por edictos 

en el Periódico Oficial por tres veces consecutivas, ello 

conforme al articulo 1070. A tal ordenamiento, se le agregó el 

supuesto siguientes: "Mientras un litigante no hiciere sustitu-

ción del domicilio en donde se tengan que practicar las dili-

gencias y notificaciones personales, se eeguir%n haciéndose enn 

el que para tal fin se hubiera señalado. El notificador tendrá 

la obligación de realizarlas en el domicilio =señalado, y en 
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caso de no existir el mismo o de negativa a recibirlas, lo 

deberá hacer constar en autos para que surtan efectos asi como 

las subsecuentes, por publicación en el boletín, gaceta o 

periódico judicial o en los estrados de los tribunales, además 

de que las diligencias en que dicha parte debiere tener inter-

vención se practicarán en el local del juzgado sin su presen-

cia". 

El Código de Comercio, así mismo, contempla la posibi-

lidad de que una persona deba ser notificada en lugar fuera 

del juicio; en tal supuesto, dicha notificación o citación se 

realizará por exhorto por medio del juez de la población en 

que aquel resida. mismo que se tramitará por conducto del 

interesado si éste así lo pidiere; en materia de exhortos hoy 

en día se regulan los requisitos para así realizar la notifi-

cación que sea necesaria. 

Ahora bien, el concepto compuesto tzrminc judicial, se 

entienda como el tiempo en que un acto procesal debe 11zvarse 

a cabo para tener eficacia y validez legal.' 

Ante la imposibilidad de que el proc==__ sea instantá-

neo, la ley fija trminos para la ejecución de cada Uno do 7,-os 

7. CASTILLO Lara Eduardo, Juicios Mercantiles, Editorial 
Harla, Mc>sico, 1991, p. 5. 
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actos procesales, único medio de impedir que el litigio se 

eternice. Conforme al rito procesal, cada acto deberá cele-

brarse dentro del término fijado que le es propio, ni antes ni 

después. 

Por ello podemos concluir, que un término judicial es 

el periodo de tiempo en el cual deben realizarse los actos 

procesales tanto del juez como de las partes. 

La doctrina ha formulado variadas clasificaciones de 

los llamados términos procesales, tornando en cuarta su regula-

ción general por parte de los diversos códigos procesales, y 

entre las categorías más conocidas, podemos sei;alar aquellas 

que separan a los términos o plazos en prorrogables y no 

prorrogables, según si es posible o está prohibida su amplia-

ción en determinadas circunstancias; desde otro punto de 

vista, se clasifican en perentorios o no perentorios, y que 

también se les han denominado fatales y no fatales, o preclu- 
t 

sivos o no preclusi'os, de acuerdo con los efectos de su 

vencimiento, es decir, si de manera automática implican la 

pérdida de la posibilidad de realizar el acto, o si se requie-

re re del señalamiento de la contraparte, a través de lo que la 

doctrina le ha denominado ' acusaciá+n de reb__dia"; y firalmen- 

te• también se hace referencia a los plazos clasificados como 

legales, judiciales o convencionales, cuando los mismos son 

fijados directamente ectamente por el legislador i se autoriza al juez 0 
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tribunal para establecerlos, o bien, cuando se permite a las 

partes llegar a un acuerdo para determinarlos. 

Segun la tendencia que se observa erg lomos ordenamientos 

procesales contemporáneos, el carácter público de la relación 

jurídico procesal, lleva hacia el establecimiento de plazos 

improrrogables, salvo excepciones, y de carácter perentorio, 

pero con la posibilidad de que el juzgador posea mayor •facul- 

tad de dirección para determinar ciertos plazos para los actos 

de las partes. 

Conforme al actual articulo 1075 del Código de Comer-

cio, todos los términos judiciales empezarán a correr desde el 

día siguiente a aquél en que haya surtido efectos el emplaza-

miento o notificaciones y se contará en ellos el día de venci-

miento. Las notificaciones personales surten efectos  el día 

siguiente del que se hayan practicado, y las demás surten al 

día siguiente de aquel en que se hubieren hecho por boletín o 

fijados en los estrados del tribunal. Como se `Je, el nuevo 

criterio que sigue la legislación mercantil imita a la legis- 

r 
lacibn civil en cuanto al c6mputo de los términos. 

Otra novedad que encontramos =~n el reformado Código de 

Comercio, lo es la institución de la. caducidad de la instan-

cia doctr-inalmente por caducidad se entiende "la extinción de 

la relación jurídico procesal a consecuencia de la inactividad 
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del demandante y del demandado durante un cierto tiempo 

(señalado en el ordenamiento procedimental que la regula). 

Tiene por objeto esta institución evitar la pendencia de Un 

proceso por tiempo indeterfninadou 8  

Esta caducidad, operará de pleno derecho, sea de 

oficio o a petición de parte (entendida ésta por quien le 

favorezca), cualquiera que sea el estado de juicio desde el 

primer auto que se dicte (le radicación) y hasta la citación 

para oír sentencia, y siempre que hayan transcurrido •  120 días 

contados a partir del día siguiente a egUél en que surtió 

efectos la notificación de la '_tltirt,a resolución dictada, y que 

además no hubiere promoción de cualquiera de las partes, 

dándole el impulso al procedimiento para su trámite. 

El Código de Comercio establece ciertos efectos de la 

caducidad, principalmente podemos señalar el hecho de que 

extingue la instancia pero no la acción, por ello, quedarán a 

salvo los derechos de la parte que se ve perjudicada por esa 

caducidad para intentar nuevamente la acción que por el momen-

to  no le prosperó debido a =u abstención procesal. 

Llama la atención, el hecho d_ que la reforma al 

Código de Comercio que hemos venido comentando 5  dejó intocado 
_........._............. 

C. DE FINJA F;aí`sCl y De Fina Vare F;afacl, ob. cit., p. 135. 
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el articulo 1072, por ello, tal dispositivo subsiste en todos 

SU términos en el sentido de que no es necesario. acusar rebel- 

dia, una vez concluido los términos y ante la omisión de las 

partes, por ello el juicio seguirá sir curar y se tendrá por-  

perdido el derecho que debió ejercitarse en legal término; por 

lo cual, podemos decir que los términos en materia mercantil 

son fatales o preclusivos. 

Finalmente, cuando la ley no señale término expreso 

para la práctica de algún acto judicial, o para el ejercicio 

de algún derecho, se tienen por señalados lo términos que 

sanciona el artículo 1079. 

Del articulo 1081:1 reformado, me parecen interesantes 

los párrafos finales, en donde expresamente se dispone que: 

i'.. 

 

Serán nulos todos los actos Judiciales practica-

dos bajo  la intimidación o la fuerza.  

' 	 J 

Los jueces y magistrados que hubieren seguido a la 

intimidación o a la fuerza, tan luego como Ce -Van libres de 

ella, declararán nulo todo lo practicado y promoverán al mismo 

tiempo po la formación de Causa contra los culpables". 

El derecho debe adecuarse a las necesidades de la 

sociedad. Cuando esa sociedad se `Je rebasada en SU ordenamien- 
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to juridica, por los ahora llamados grupos de resistencia 

civil, y la fuerza se sobrepone al derecho, puede causar 

resoluciones judiciales violentadas, porque el juzgador actuó 

bajo intimidación; en estos casos, ahora la ley contempla la 

posibilidad de que el tribunal anule su propia determinación, 

lo que podría romper los principios de congruencia y seguridad 

jurídica de toda resolución judicial, ya que n` le es permiti-

do e un tribunal revocar sus propias determinaciones, pero que 

por manifestación empresa de la ley, no es ñsi, cuando se 

faculta al juzgador a declarar nulo lo actuado bajo presión e 

intimidación; y todavia mas, resulta de dicho dispositivo la 

obligación del juzgador de hacer lo conducente para la denun-

cie del ilici'_o penal que resulte. 

3.5.- LEGISLACION APLICABLE. 

Siendo México una RepC(biica Federal, coexisten _n su 

territorio un órgano   legislativo federal ; varios ios legislativos 

estatales (concretamente 31 conforme al número de Entidades 

Federativas existentes en el país). Ambos ejercen una misma 

,unción dentro un cuadro competente diferente. El poder públi-

co es indivisible, caracteristica que comparte el Poder Legis-

lativo; no existen, en consecuencia, varios poderes 1_Cyiclati-  

vo=_, =sino uno sólo, y es un despropósito jurídico hablar de 

Podar- 	Legislativo F_dara1 y de Poder Legislati'v'o Locas. co- 
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rrectamente debemos referirnos a diversos órganos legislativos 

que desempeñan una misma tarea de creación de leyes para ser 

aplicadas dentro de territorios diferentes. 

La distribución de competencias entre autoridades 

federales y autoridades locales se rige por el articulo 124 de 

la Constitución P'olItice de los Estados Unidos Mexicanos, 

conforme el cual las facultadas que no están expresamente 

concebidas por la propia Constitución a las primeras 	s_ 

entienden reservadas a las segundas. 

El Congreso de la Unión, como órgano federal, tiene 

una competencia cerrada o limitada, ya que de acuerdo con el 

principio invocado, sólo puede expedir leyes de las materias 

que expresamente le reserva la Constitución, a saber, las 

enumeradas, principal, más no exclusivamente, en el articulo 

73. 

La. fracción X del articulo 73 'Ccnr .t'_l~.cnai concede 

al Congreso de la Unión facultades expresas para legislar en 

toda la República sobre comercio: ello ha. sido interpretado 

coima una clara autorización para lC___i r en me tris de Dero- 

cho Mercantil; de chi que el CÓdig_ de Comercio, tenga el 

carácter de ley federal; en contrapartida no encontremos códi- 

gos en asta irat_rie ¡e .tubito local. 
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Si la materia mercantil es de carácter federal, en 

consecuencia, los tribunales federales deberían conocer de las 

controversias que deriven de ella. No obstente, en la prácti-

ca, los Juzgados de Distrito no quieren conocer de juicios 

mercantiles y argumentan que están muy ocupados en resolver 

amparos, incluso ha habido casos en que Jueces de Distrito 

solicitan a los litigantes retiren sus demandas de sus juzga-

dos para tramitarlas en juzgadas de fuero comltn. Francamente, 

esto no deberia permitirse y seria importante que las minis-

tros inspectores adscritos a los Juzgados de Distrito tomaran 

cartas en el asunto. 

3.6.- CONCURRENCIA DE JURISDICCION. 

Otro aspecto importante surgido de determinar que una 

debe controversia 	 b resolverse en la via mercantil es el relati- 

va •a la jurisdicción. En efecto, como 6e epuco en el apartado 

anterior, la materia mercantil es de carácter federal,  por la 

que los tribunales federales deben conocer de sus controver-

sias no obstante•  se .insiste s  en i_, práctica, se observa que 

la gran mayoría de los asuntos mercantiles -sino es que todos-  

son presentados para su tramitación ante Jueces del fuero 

camTCtn. Esto es posible en virtud de la Llamada jurisdicción 

concurrente, definida como aquella que permite conocer de una 
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misma materia a órganos jurisdiccionales de esferas jurídicas 

distintas.9  

El fundamento legal de la concurrencia de jurisdicción 

o jurisdicción concurrente, la encontramos en el articulo 104 

de la Constitución Federal, que establece: 

"Corresponde a los tribunales de la federación cono-

cer 

I. De las controversias del orden civil o criminal que 

Se Susciten sobre el cumplimiento y aprobación de leyes fede-

rales o de tratados internacionales, celebrados por el Estado 

Mexicano. Cuando dichas controversias sólo • fecten intereses 

particulares, podrán conocer también de ella=_, a elección del 

actor, los jueces y tribunales del orden común de los Estados 

y del Distrito Federal. 

Las sentencias de primera instancia podrán ser 

apelables ante el superior-  inmediato del iuec que conozca del 

asunto en primer grado..." 

De la lectura del precepto constitucional transcrito 

en lo conducente, se desprende que cuando un particular tenga  

;. BECERRA Bautista José, El Proceso Civil en Mico, Edito-
rial PorrCta, S. A., México, i982, p. 12. 
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una controversia mercantil, podrá elegir entre demandar ante 

_1 juez federal o ante Lino del fuero local; lo cual no ocurre 

=+si en la practica, ya que los tribunales del fuero local 

conocen de le casi totalidad de los juicios inercantiles. Ñsi, 

le competencia concurrente no opera, porque el reducido nómero 

de la estructura interna de los juzgados federales no les 

permite ocLlparsa de los numerosos litigios mercantiles. Los. 

Jueces de Distri`_o, no pudiendo negarse _, conocer de estos 
{ 

asuntos, so pena de sanciones penales -encuadrados- como deli-

tos contra la iidministraciún de Justicia-, se ven obligados a 

recurrir a todo su ingenio para ale ar-  de esos juzgados nego-

cios que podrian convertirse en destructora avalancha, má iime 

si consideramos que le. crisis económica que atraviesa nuestro 

país, genera gran cantidad de juicios mercantiles. 

3.7.- LA SUPLETORIEDAD. 

En defecto de las disposiciones del Código de Comer- 

cio, el propio código en =_u articulo 1054, nos remite a la 

aplicación supletoria de la ley de procedimientos :oc .l res-

pectiva. En opinión de la doctrina. _-alta a la vista 17 incoin-  

gruancis da semejante disposición. Siendo el procedimiento 

mercantil de orden federal, le. '__gi_.3_.ción ssupletoria debió 

tener este mismo carñcter, so pena de destruir la uniformidad 
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del procedimiento en la República, al permitir que se le 

apliquen todos y cada uno de los códigos procesales de las 

Entidades Federativas, con todas y cada una de las reglas 

contrarias y aun contradictorias que contengan o puedan conte-

ner en el futuro s  amén del efecto negativo que tiene la compe-

tencia concurrente de los tribunales locales sobre la deseable 

uniformidad de este proceso nominalmente federal. 

Pese a lo anterior, lo cierto es que si existe la 

supletoriedad de la ley procesal civil frente a la omisiones 

Í 	 i 
del Código de Comercio, tsndencia que seguramente habrá de 

disminuir luego de la reciente reforma al Código Mercantil, en 

que fueron introducidas múltiples instituciones procesales que 

anteriormente este ordenamiento legal no contenlc expresamente 

y que en aplicación supletoria se utilizaba el Código Procesal 

Civil de la Entidad Federativa correspondiente. 
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IV.. AALISIS DE LS R.G.FD'Fk1'1 ÉS• L.  •E  OD  I LGD 

DE: C.OMnRcIO EN CU Vk TD éal_ JUICIO 

EZTE4 U}'.T.i.'& IoG 	aR.cANT IL. 

4.1.— INTENCION GENERICA DE LAS REFORMAS. 

El Dr. Ernesto Zedillo Ponce de León, con fundamento 

en lo dispuesto por el articulo 71, Fracción I de la Constitu-

ción F'olitica de los Estados Mexicanos, con ;echa 23 de marzo 

de 1996 presentó ante la Honorable Cámara de Senadores la 

iniciativa de ley para la reforma, adición y derogación de 
( 	 j 

diversas disposiciones legales, entre ellas, el Código de 

Comercio; presentando como motivos, entre otros razonamientos, 

los siguientes: 

"Una de las máximas aspiraciones de todos los mexica-

nos _s contar con un régimen donde l- ley sea el unico marco 

para la convivencia soda'_ y las normas regulen con eficacia 

las relaciones entre los integrantes de le sociedad, y entre 

estos y sus autoridades. Por ello, el l:obi_rno de la República 

ha emprendido una basta tarea pendiente a lograr el desarrollo 

y fortalecimiento del Estado de Derecho. 

La complejidad de los sistemas legales, la existencia 
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de procedimientos notoriamente improcedentes y el exceso de 

trámites `1 requisitos procesales fomentan la inseguridad 

jurídica de los gobernados y el sentimiento de injusticia. 

Asimismo, la incertidumbrederivada de normas inadecuadas, 

constituye un problema que afecta el desarrollo del país e 

inhibe la iniciativa de los particulares. 

A pesar de los innegables avances que se han logrado 

en Móxico respecto a la modernización del marco jurídico, aún 

se observan rezagos que impiden la plena seguridad juridica. 

Debemos reconocer que hoy en día subsisten normas y prácticas  

viciadas que obstaculizan el acceso a la justicia a un número 

importante de mexicanos, dando lugar a procesos de gran com- 

plejidad, 

 

en donde incluso la propia ley llega a propiciar 

comportamiento que desviras an la intención original 	del 

legislador. Por ello, debemos contar con ordenamientos legales 

que permitan aplicar, de manera pronta `f expedita, la norma al 

caso concreto: velar porque nuestra=_ leyes planteen soluciones 

Justas ; propiciar que las operaciones que deberisn ser igiles 

y sencillas no se tornen difíciles o irrealizables, así como 

impedir la desigualdad entre las partes, derivada de cir-cun=_- 

tancias de índole económica. 

Los niveles de seguridad jurídica que exige el 

desarrollo económico, únicamente podrán alcanzares si contamos 



con los instrumentos judiciales que garanticen una ,gil apli- 

cación de las normas. .."1  

Dicha iniciativa de ley se turnó a las Comisiones 

Unidas de Comercio, Instituciones de Crédito, Justicia y 

Estudios Legislativos. 

En el Congreso de la Unión, se tomaron las siguientes 

consideraciones: 

"El desarrollo de la legislación nacional en materias 

sustantivas ha sido más frecuente en los últimos años tendien-

do principalmente a la regulación de la complejidad que día a 

di a alcanzan las relaciones =_ociales, esa misma complejidad ha 

originado -un incremento en el número de controversias que se 

plantean ante los tribunales, las que si bien son resueltas 

conforme a procedimientos legalmente establecidos, los plazos 

y términos vigentes resultan actualmente en resoluciones 

tardias con altos costos para las partes en litigio. 

Puede afirmarse que la práctica forense es tan antigua 

como las relaciones sociales mismas. de suerte que el ejerci- 

i. Exposición de Motivos de la Iniciativa de Decreto, por el 
que se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones 
del Código de Comercio. Subsecretaria General de Acuerdos. 
Presidencia de la República. 
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cio de la abogacía ha devenido en una de las profesiones más 

respetadas. Esa actividad enfrenta en la actualidad trámites y 

procedimientos ciertamente poco ágiles que finalmente inciden 

en el encarecimiento de los servicios profesionales, limitando 

su acceso a quienes puedan asumir los costos o bien recurrien-

do las partes a los servicios de aquellos que no están autori-

zados para el ejercicio de la profesión, poniendo en peligro 

la defensa de sus intereses. 

Par otra parte, la falta de una justicia oportuna 

tiene efectos graves en el ámbito económico, dado que afecta 

no sólo la confianza de los agentes económicos, sino que 

también se reciente  en el factor de competitividad de las s 

empresas. Asimismo, lo prolongado de los juicio=__ incide nega-

tivamente en la planeación económica, elemento fundamental 

para el desarrollo nacional e internacional. 

Garantizar la cabal administración de la justicia como 

deber del Estado no se agota er la enunciación constitucional, 

_s menester" la modificación de instrumentos legislativos que 

IC hae_tn factible,  concre _ando los principios que la orientan: 
1 

accesibilidad y expedites, de suerte que al proscribirse en 

los hechos la justicia por prcpis tirano, se recupere la con-

fianza y credibilidad _n los tribunales que deban 
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Como se ve s son coincidentes las intensiones tanto del 

H. Presidente de la República Mexicana como del Congreso de la 

Unión, en cuanto a que las reformas al Código de Comercio. 

darán seguridad jurídica a los gobernados en el sentido de 

tener acceso a una justicia más pronta y expedita. No está por 

demás secular.  . que en las actas de los trabajos preparatorios 

del H. Congreso de la Unión, son muy limitadas las modifica-

ciones que'se le hicieron al texto inicial de la iniciativa de 

decreto en cuestión, por estimar buenas las intenciones de 

ésta. 

'4.2.- DEL REQUERIMIENTO DE PAGO, EMBARGO Y EMPLAZA-

MIENTO. 

Ye en el capítulo primero, dejamos asentada la concep- 

tuelizacibn de titulo ejecutivo ; luego entonces, con este 

documento se inicia el Juicio Ejecutivo Mercantil cuando el 

actor pretendiendo hacerlo _lectivo, presenta una demanda en 

contra de un deudor, quien va s tener el carácter de demande- 

2. Dictamen de las Comisiones Unidas de Comercio. Institucio-
nes de Crédito, Justicia y Estudios Legislativos, Boletín No. 
17, Año II de fecha 2S de abril de 199á, de la Cámara de 
Diputados. 
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do, siendo el titulo ejecutivo el fundatorio de la acción, y 

constituyendo además un presupuesto indispensable para la 

procedencia de la Vía Ejecutiva. 

En consecuencia, presentada por el actor su demanda, 

el juez, de oficio y sin audiencia del demandado, procederá a 

e>aminar el titulo, a fin de determinar si reune las caracte-

rísticas de certeza, liquidez y exigibilidad; si ello es asi, 

4-1 Juez  despachará auto de e.:_gUendo. o Colmo dice la ley, auto 

de mandamiento en forma (artículo 1392). 

La ejecución del auto mencionado se materializa. 

cuando oficial jurisdiccional se aperscra _n compañia del 

actor al domicilio del demandado, para que éste, en su carác-

ter de deudor, sea requerido de pago; es decir, judicialmente 

se le exhorta para que haga el pago en esos momentos del 

crédito reclamado, y no haciéndolo, se procede a garantizar el 

crédito y sus accesorios legales, embargándossele bienes de su 

propiedad suficientes para Cubrir la deuda (suerte principal) , 

los gastos y las costas (accesorios), poniéndolos bajo la 

responsabilidad del acreedor-  y en depósito de la persona 

nombrada por éste. en el lugar que tenga a bien señalar-  el 

propio actor. Cabe aclarar que para el embargo de bienes, =1 

Código de Comercio establece Un orden en los mismos ?í que se 

sanciona por el articulo 1395, no reformado. 
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Todo esto ocurrirla si se encontrare presente el 

deudor al momento de acudir a su domicilio. Sin embargo, sino 

se encontrara e la primera busca erg el inmueble señalado, pero 

cerciorado de ser el domicilio de aquél. se le dejará citato-

rio fijándole hora hábil, dentro de un lapso comprendido entre 

las seis y las setenta y dos horas posteriores -situación que 

derogó la práctica de dejar citatorio para el dta siguiente 

hábil que se realizaba aplicando supletoriamente el Código 

Procesal Civil de la Entidad Federativa correspondiente- y si 

reo aguardare, esto es, si e pesar del citatorio el deudor no 

estuviere presente, se practicará la diligencia de embargo con 

los parientes, empleados o domésticos, o con cualquier otra 

persona que viva en el domicilio señalado, dispone la ley, 

"siguiéndose las reglas de la ley procesal local, respecto de 

los embargos". Es de apreciarse que se reformó la norma en el 

sentido de que se obliga a que sea una persona que tenga algún 

tipo de relación o contacto directo o que viva en el domicilio 

del demandado, para que le entregue los documentos que se le 

dejen y pueda hacer efectivo el derecho a defenderse 	¡ al 

parecer, nuevamente es incompleta la disposición del Código 

Mercantil , porque deje abierta la supletoriedad del Código 

Procesal Civil. 

Dispone la ley, que la diligencia de embargo se ini-

ciará con el requerimiento de pago al deudor, su representante 



o la persona con la que se entienda, en el entendido de que se 

trata de alguna de las que hemos citado, Y que en caso de no 

hacer== el pago.  se las requerir 	para que salen bienes 

suficientes para garantizar lo reclamado, con el .apercibimien-

to legal de que, en caso de no hacerlo,  tal derecho pasará al 

actor, procediendo posteriormente a emplazar a.1 demandado. 

Entendiendo al emplazamiento colmo al hecho de ser 

llamado e juicio al deudor, antregndo ele c_dula que contenga 

la orden de embargo, copia de la diligencia practicada y copia 

de la demanda con los documentos base de la acción `+ demás que 

se ref iar_.n a la personalidad del actor. Situación que ta.rlbión 

r__ul+a nc.,edosa, ya que == le da seguridad al deudor de que 

juzgado ordena _1 requerimiento imi_nto de pago, qlió bienes quedan 

embargados y el término que tiene para dar contestación d la 

demanda que en esos momentos se le plantea, o bien hacer pago  

de lo reclamado, asi como el carácter can que comparece a su 

domicilia _l actor, todo el lo para que pueda hacer aler SUS 

derechos que s_ traducen =n la posibilidad d= interponer 

excepciones. 

íysi las cosas. se 1_ notifica =•i deudor,, representante 

`i_.;'_. e _=ndio= la d_1__=ri'_: _., 	__ "_. que 	dsn _r- 
de cinco d1_.s comparezca ante el juzgado  hacer paga llana de 
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lo demandado o a oponer las excepciones que tuviere para ello 

(art. 	1396) . 

4.3.- ALLANAMIENTO A LA DEMANDA. 

La reforma al Código de Comercio, adiciona una figura 

procesal que anteriormente no so contemplaba en oste disposi-

tivo: el allanamiento a la demanda. 

Dispone el articulo 1405: "Si el deudor se allana a la 

demanda y solicitare término Je gracia para el pago de 10 

reclamado, el juez dará vista al actor para que, dentro de 

tres_ dice manifieste lo que a su derecho convenga, debiendo el 

Juez resolver de acuerdo a tales proposiciones de las partes". 

Cabe la posibilidad de que el deudor cubra lo reclama-

do desde la diligencia de requerimiento ento o que luego de ésta, 

pueda el demandado, corro deudor de su contraparte, en un 

término oponer excepciones o hacer paga llana de lo reclamado. 

Con 1d reforma., tal reconocimiento con efectos de allanamien-  

te, puede eri,inar un plazo de tracia para el pago, del cual 

se da viste: al actor y sin más tr mit_. el juz+aador lo concede 

o lo niega. El allanamiento entonces, viene a constituir una 

actitud que puedo asumir" el demandado que en forma exprese 
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reconoce la pretensión que se le reclama, y que, en el supues-

to que contempla la ley, lo único que solicita es tiempo para 

cubrir el importe. 

4.4.- CONTESTACION DE DEMANDA. 

El numeral 1399, recientemente reformado, da la posi-

bilidad al deudor de que en igual término -cinco días-, dd 

contestación a la demanda, refiriéndose expresamente a cada 

hecho y oponiendo únicamente las excepciones que contempla el 

articulo 1403 del Código de Comercio, por cuanto a los títulos 

de crédito a las contenidas en el articulo So de la Le'; Gene-

ral de Títulos y Operaciones de Crédito, con la obligación de 

hacer en ese mismo escrito el ofrecimiento probatorio, adjun-

tando los documentos que le sirvan para acreditar sus excep-

ciones. 

Esta adición, que es novedosa, cambia completamente 

la fisonomía del Juicio Ejecutivo Mercantil, cuando el momento 

procesal oportuno para ofrecer los medios de prueba lo es 

'tnica 'j e:tclusivamente la propia contestación de demanda; 

seguramente ello siguiendo un espíritu de celeridad y rapidez 

en el juicio mencionado. 

Conforme al articulo i.403. son admisibles las sieuien- 
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En los escritos de demanda, contestación y desahogo de 

vista de Ésta, las partes ofrecerán sus pruebas, con la obli-

gación procesal de relacionar dicho ofrecimiento con los 

puntos controvertidos, para lo cual, deberán proporcionar el 

nombre y domicilio de los testigos que se hubieren mencionado 

en sus respectivos escritos; así como de los peritos y la 

clase de pericial de que se trate con el cuestionario que 

deban resolver; y todas las demás pruebas que permitan las 

leyes. Ya que si un testigo no hubiere sido mencionado en los 

escritos que traban la litis, el Juez no podrá admitirlo 

aunque se ofrezca por cualquiera de las partes posteriormente, 

salvo que importe excepción super-viniente. 

4.5.- PERIODO PROBATORIO. 

Ahora bien, dispone el artículo 1401 reformado del 

Código de Comercio que, desahogada la vista o transcurrido el 

plazo para hacerlo, el Juez admitirá y mandará preparar las 

pruebas que procedan, de acuerdo a la ley procesal local, 

abriendo el Juicio a desahogo de pruebas por un término de 

quince días en el que deberán realizarse todas las diligen-

cias necesarias para su desahogo, señalándose las fechas 

necesarias para su recepción. 
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Hasta antes de la reforma, el periodo probatorio del 

Juicio Ejecutivo Mercantil, era para ofrecer, admitir y des-

ahogar los medios de prueba, y aquellas que requerian de una 

preparación especial, eran igualmente perfeccionadas y desaho-

gadas en igual término; ahora, desde la contestación de deman - 

da, se realiza el ofrecimiento probatorio y en base a la traba 

y luego de la mencionada vista, es que el juzgador abre el 

{ 

	

	juicio a un periodo de prueba, ya no para admitirlas, sino 

étnicamente para su desahogo. 

En el párrafo final del mencionado dispositivo, se 

contempla la posibilidad de que el juzgador reciba fuera del 

término concedido o de su prórroga, medios de pruebas, bajo su 

estricta responsabilidad; 	y en lo posible, bajo una sola 

audiencia indiferible que se celebre dentro de los diez días 

siguientes. 	Por una parte, la reforma al Código nos parece 

pretender agilizar el tramite de desahogo probatorio, y por la 

otra parte, facultad al juez cierta elasticidad para recibir 

pruebas fuera de término, lo cual, a primera vista puede 

parecer incongruente; sin embargo, pueden constituir elementos 

de prueba para mejor proveer es decir, para que en el momento 

de su resolución, ésta sea dictada con mayor justicia al tener 

más elementos de prueba en la b~tsqueda de la verdad en los 

hechos motivo de xa causa. 

Llama la atención el articulo 1198, reformado, cuando 
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dispone que: "Las pruebas deben ofrecerse expresando claramen-

te el hecho o hechos que se trata de demostrar con las mismas, 

asi como las razones por los que el oferente considera que 

demostrarán sus afirmaciones; si a juicio del tribunal las 

pruebas ofrecidas no cumplen con las condiciones apuntadas, 

serán desechadas, observándose lo dispuesto en el articulo 

12033 de este ordenamiento. En ningún caso se admitirán pruebas 

contrarias a la moral o al derecho." 

Asi las cosas, se introducen reglas para el ofreci-

miento probatorio, que permiten la posibilidad de su desecha-

miento a juicio del juzgador, por lo que sin ser el momento de 

sentenciar, comienza ya el Juez a "dar-  su opinión' o resolver 

ciertas cuestiones. Tal afirmación, se corrobora, cuando 

conforme al artículo 1203, se dispone: "al día siguiente en 

que termine el periodo del ofrecimiento de pruebas, el juez 

dictará resolución en la que determinará las pruebas que se 

{ 	admitan". Tal resolución es apelable en efecto devolutivo. 

Con la reforma que se analiza, cambia tambien el 

criterio tan limitado que existid en cuanto a la enumeración 

de los medios de prueba existentes en el procedimiento de la 

materia; puesto que ahora, el artículo 1205, establece la 

posibilidad de admitir "fotogr-afies, facsimiles, cintas cine-

matográficas, de videos, de sonido, reconstrucciones de hechos 

y 	en general cualquier otra similar u objeto que sirva 
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para averiguar la verdad", esto es, son medios de pruebas, ya 

no sólo los tradicionales 	sino que se incorporan los adelan- 

tos de las ciencias o arte=_. y ello es positivo, ya que el 

derecho debe adecuarse a las necesidades sociales que son dia 

a dia cambiantes. 

A 	continuación p se realizarán breves 	comentarios 

respecto de los medios probatorios, cuyas reformas trascienden 

en el Juicio Ejecutivo Mercantil 

CONFESIONAL: 

Este medio probatorio, continúa siendo judicial o 

e;:trajudicial } pero ahora se limita su término de o i recimien-  

to, desde los escritos de demanda o contestación y hasta diez 

días antes de la audiencia de pruebas. En el Ejecutivo Mercan- 

til, tal prueba sólo podrá ofrecerse en la demanda4 contesta-

ción o luego de la vista de las e>ccepcion=s del demandado. 

La confesión será personalísima, cuando asá lo solici-

te quien la ofrezca expresando el por qué de su ofrecimiento 

en tales términos; resolviendo lo conducente el juzgador, pero 

con la posibilidad de aceptar la absolución por parte del 

mandatario o apoderado con facultades para ello, si el crite-

rio razonado del juez asá lo estima. 
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Siguiendo ese _spiritu de celeridad que hemos mencio-

nado. el legislador ahora declara confeso al absolvente que 

=in justa causa no comparece a absolver posiciones_ en i_ 

primera citación. cambiando el criterio en que se C},,ig an dos 

citaciones omisas. 

:1 DOCUMENTAL 

Continua el cYiterio de la ley mercantil de remitirnos 

a las legislaciones comunes para definir a los documento=_- 

públicos y privados, asi como a la mención que contiene el 

articulo 1237 del Código de Comercio. 

Una 	reforma  que tiene especial inter ós por su 	tras- 

cendencia procesal, lo es la adición de la figura de la obje- 

ción de documento. únicamente re_paacto de los privados, que 

debe r ealizar se dentro de los tres días si Quin t_s a la aper- 

tura del t_rmino de prueba, .'a que de lo contrario, e tienen  

por admitidos y surten lo= efecto_ de documentos reconocidos 

expresamente ; ahora bien, 1- objeción debe reali_a't__ en J?_. 

incidental. 

Con 	la reforma  Imateri a de estudio, _l anteriormente 

deroQ do articulo 1250. da origen a la impugnación de falsedad 

de documento, qua ce ventila también en forma incidental desde 

_1 escrito de contestación de demanda y ha=_ta di__ días des- 
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pues de que haya terminado el periodo de o-frecimiento de 

pruebas . 

* PERICIAL: 

Por los efectos de una pericial en un litigio mercan-

til. tal v__. _3 que sUfrio diversas Modificaciones en su 

t tamientc. Para CGrirCr:a . sólo serán perito_ los t`.itulados 

en _l arte o ciencia iiT teri.a del dictamen; sin embargo. 1e. 

mrisma ley establece una salvedad, cuando en el lugar donde se 

ventila el Juicio no haya peritos titulados. 

Para que *:-1 Tribunal admita la. pericial 	debe el 

l i gin nt_ preci=sar- 1ñ =l=ucia. arte. técnica, oficio o ifidUs- 

tris sobre la cual deba practicarse la prueba; los puntos 

sobre los que versar, ¡ las Cuestione_ que se deben resolver,  

así como la cédula profesional, calidad técnica, artística o 

industrial del perito. nombre, apellidos y domicilio de este, 

con 13 corre=spondiente relación d_1 ofrecimiento con los 

hechos coritr'•rer idos; s.j falte, alguno de esto_ requisitos, 

ued_ sobrevenir el desechara-i ento d_ id. prueba. 

Señ n1ndo_G e, r,Ti1';os para • _.captar .1 -=.'r _ _ (_dias 1 r 

para rendir .1 d__t raer ( días) siguientes _. __. _.c_ptacion. 

Contin¿l=. la pos:.b¡l_da.d de que ambas parte= ofrezcan sus 

perito:. / anta la omisión riel demandado a ___~;a1 _.r o, ante 1-a 
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falta de aceptación o inclusive de dictamen luego de la acep-

tación del cargo, se tendrá a dicha parte por conforme con el 

rendido por la contraria, como si hubiere sido nombrado de 

común acuerdo. Cambios substanciales se presentan en chanto 

al perito tercero en discordia: es nombrado por el Juez, con 

iguales términos para aceptar y rendir su dictamen que el 

perito designado por las partes, acreditando su capacidad en 

la materia y el monta de sus honorarios, mismos que autoriza 

el juez y que cubren en forma proporcional ambas partes; en 

caso de que el perito tercero no rinda su dictamen, deberá 

indemnizar •a las partes por Una cantidad igual a la que hubie-

ra recibido por concepto de honorarios, por imposición del 

juez. También surges el derecho de los litigantes a recusar al 

perito designado por el juey, entendido este, como el perito 

tercero en discordia. 

En la practica, la mayoría de las veces, la pericial 

se refiere a Valuar bienes ejecutados en juicio; situación que 

con la reforma, sufre un tratamiento diverso, Cuando dispone 

el Código de Comercio. en =_u yrtict.tic 1257, que, en todos los 

casos en que el peritaje verse sobre el valor de bienes y 

derechos se realizará por dos corredores pt.tblicos c,  institu-

ciones de crédito nombrados por cada una de las partes iv en 

caso de diferencia en los valores mayor al treinta por ciento, 

se designará el perito tercero en discordia, en los términos 

antes señalados. Cuando una de las partes no cubre los honora- 
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ríos de éste último, es apremiado y en su caso, embargado por 

tal concepto. 

:$ INCFECCION JUDICIAL C RECONOCIMIENTO: 

A esta prueba se le agregó la posibilidad de que las 

partes puedan concurrir al desahogo 'y hacer las observaciones 

que estimen pertinentes, así como la leyenda "el reconocimien-

to se practicará el die hora y lugar que se señalen"; elimi-

nándose la supletoriedad de la ley adjetiva civil local en 

este nuevo dispositivo del Código de Comercio. 

*: TESTIMONIAL: 

En principio, se eliminó el listado que contenía el 

articulo 12 2 , en cuanto e las personas que no podían fungir 

como testigos; en su lugar, las partes presentan libremente a 

sus testigos ya sin ninguna limitación, notificándose a éstos 

a través del propio interesado mediante cédula, `% %a en el 

desahogo, las preguntas serán realizadas en forma directa. 

eliminándose también, los cuestionarios de pr_gantes y repre-

guntas que eran totalmente inoperantes; zdicionadose las 

formalidades procesales que anteriormente mente s e aplicaban en al 

desahogo de la testimonial, Fundamentándose supletoriamente 

en el Código Procesal Civil local. 
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La prueba presuncional y la fama pública no sufrieron 

reforma o adición alguna, por lo tanto, su tratamiento legal 

continúa siendo el mismo. Conforme al articulo 1 05 del Código 

de Comercio, se introduce a esta legislación la reconstrucción 

de hechos como medio probatorio. 

4.6.— SENTENCIA Y REMATE. 

Concluido el término de prueba, se pasará al periodo 

de alegatos, el que será de dos días comunes para las partes 

(articulo 1406). Como se observa, el término de cinco días a 

cada una de las partes que llamábamos publicación de proúan-  

zas. ha desaparecido y en su lugar existe una vista común, 

tal vez demasiado breve, procediéndose, luego de presentados 

los alegatos o transcurrido el término para hacerlo y dentro 

de los siguientes ocho dices, a dictar la resolución definiti-

va. 

La 'vía ejecutiva es privilegiada. Sólo tienen acceso a 

ella los titulos a. los que la ley otorga, en forma expresa, 

carácter ejecutivo; el juzgador al momento de dictar la sen-

tencia de nueva cuenta analiza la procedencia de la `:ice ejecu-  

ti,a. estimando al documento base de la acción. Declarada 

procedente la via ejecutiva, se ocupará el juez dei fondo del 

negocio y pronunciará una de las únicas resoluciones posibles: 
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1) declarar probada algunas de las excepciones opuestas por el 

demandado ;. absolver a éste, o bien. 2) declarar probada la 

acción. Esta última es la llamada sentencia de remate, que 

,Tanda proceder a la venta de los bienes embargados y que con 

=_.0 producto se haga pago al acreedor (articulo 1408). Esta 

sentencia, cuando causa ejecutoria, es decir, cuando se agotan 

los 	recursos correspondientes o transcurridos los tEr iminos 

legales sin que se hagan valer éstos, tienen toda le fuarze de 

la cosa juzgada. 

En todo caso, la sentencia dictada en _1 juicio ejecu-

tivo ordenará el pago de costas, que será a cargo del deudor. 

S i Vuese condenado, o del actor, si no obtiene sentencia 

favorable. 

A virtud de la sentencia de remate, ya 10 deciamas. se 

procede a la venta de los bienes embargados, , previo evalúo 

hecho por dos corredores e=_ co peritos y un tercero en caso de 

di=scordia, nombrados aquelloC por" las par!_ 	_et' por el 

Juez. Cabe mencionar que respecto e+ lee disposiciones conteni- 

das en el Código de Comercio en relación a la sentencia defi-

nitiva f a la di ligericly de remate, no sufrieron modificación 

alguna, y por lo cual . en lo conducente continúa 3p1 Lc_tndo_e 

en forma supletoria el Código de Fr-ocedi,mientcs Civiles de 

nuestra Entidad Federativa. 



4.7.— INICIACION DE LA VIGENCIA DE LAS REFORMAS. 

Tradicionalmente el proceso legislativo está integrado 

por seis diversas etapas: iniciativa, discutsión, aprobación, 

sanción, publicación e iniciación de la vigencia. 

No siendo materia del presente trabajo el proceso 

legislativo, no nos ocuparemos de todas estas fases. Úi icamet- 

te de las dos últimas, en virtud de la complejidad que traen 

consigo las reformas al Código de Comercio. 

La publicación de una iey. es - una obligación que 

corresponde al Poder Ejecutivo para que, una voz que la ley ha 

sido discutida, aprobada y sancionada, la dé a conocer a los 

habitantes del pais, a través del órgano de difusión oficial, 

que en México se le llama Diario Oficial, con 10 que aquella 

adquiere su fuerza obligatoria. 

La iniciación de la vigencia de la ley, es la fase 

culminante d_l procedimiento legislativo, que marca el momento 

a partir del cual una 15/, debidamente publicada, adquiere 

fuerza obligatoria para quienes quedar comprendidos  dEiitrü de 

su ámbito personal de validez. 

Las reglas en Derecho Mexicano para saber cuándo una 



97 

ley inicia su vigencia se encuentran establecidas en el Código 

Civil del Distrito Federal, estructurando dos sistemas: suce-

sivo y sincrónico. 

Sistema sucesivo: el crticulo 3 del mencionado Código. 

dispone que: "Las leyes, reglamentos, circulares O cualesquie-

ra otras disposiciones de observancia general. obligan y 

surten sus efectos tres días después de su publicación en el 

Periódico Oficial. En los lugares distintos en que se publique 

el Periódico Oficial, para que las leyes, reglamentos, etc., 

se reputen publicados i sean obligatorios, se necesita que 

,de,T,s del plazo que fija el párrafo anterior, transcurra un 

dia más por cada cuarenta kilómetros o fracción que e;:ceda de 

la mitad." 

Sistema sincrónico: el artículo 4 del mismo Código 

señala: "Si 1a ley, reglamento, circular o disposición de 

observancia general fija el dio en que debe comenzar a regir, 

obliga desde ese da con tal de que su publicación haya sido 

anterior." 

La complejidad que -Urge de la entrada en vigor de las 

reformas al Código de Comercio s  que son materia del presente 

_. CAFRCIA Maynez Eduardo, Introducción el Estudio dei Derecho, 
Editorial Porra. S.A. , México. 1986, p. 57-6,*). 
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estudio, devienen de lo dispuesto por su articulo primero 

transitorio, que a la letra dispone: 

"Las reformas previstas en los ar-ticulos iº y .3o, del 

presente decreto, entrarán en vigor sesenta dicts después de su 

publicación en el Diario Oficial de la Federación y no serán 

aplicables a persona alguna que tenga contratados créditos con 

anterioridad a la entrada en vigor del presente decreto. 

Tampoco serán aplicables tratándose de la novación o reestruc-

turación de créditos contraídos con anterioridad a la entrada 

en vigor de este decreto". 

De este articulo transitorio, se pueden hacer las 

siguientes consideraciones: 

1.- La primera parte de este dispositivo es muy clara 

en cuanto a la vigencia de las reformas aludidas. ya que se 

publicaran en el Diario Oficial de la Federación de fecha ma=r 

de mayo de 1  9 , por tarta ini_..c l:, viçarc.a O días después 

de esta fecha, esto es el 2 de julio de 199 	sin .amó 1h'lj c: 1 

segunda parte del mencionado articulo transitorio crea confu-

sión al disponer en forma negativa que no _-ron aplicables 

las personas que hayan contraído créditos con anterioridad ioridad e 

la. entrada en 'ii pr" del presente decreto, así como e les que 

hubieren novado o reestructurado sus cr -dito=_. contr icas con 

antelación a entrada en vigor dei mencionado decrete. 
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2.- Ante esta situación, cabe la posibilidad de que un 

• sólo código se aplique en dos sentidos, según sea el caso y el 

momento. _s decir, a los procedimientos judiciales derivados 

de créditos celebrados antes de las reformas, 	se aplicarán 

las disposiciones "Viejas" y a los conflictos mercantiles 

• derivados de créditos posteriores a la entrada en vigor de las 

reformas se les aplicarán las "nuevas" disposiciones. Ello se 

desprende del dictamen realizado en la C mara de Diputados a 

la iniciativa de decreto originalmente presentada por el 

Ejecutivo Federal , que a continuación _e transcribe: 

".. De suma importancia resulta la previsión expresa 

en los articulas transitorios en cuanto a que las reformas 

únicamente serán aplicables a los procedimientos Judiciales 

que se inicien después de su entrada en vigor y exclusivamente 

respecto do obligaciones contraídas coro posterioridad a esa 

entrada en vigor. Ni los deudores actuales ni aquellos que 

estIn reestructurando adeudos vigentes serán afectados". 

3.- ¿Gué alcances tiene la frase "que tenga contrata-

dos créditos" A '_'_te respecto, _i Suprema Tribuna! de •Justi-  

cia del Estado de Guanajuato y luego del Pleno -d_ sus magis-

trados componentes, dio a conocer el criterio que Si respecto 

sostiene, en los siguientes términos: 
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"Debe entenderse, que se refiere a los contratos en 

sí, a las actos comerciales y a los títulos de crédito. 

Y emitió el siguiente acuerdo: 

'Las normas de la reforma mercaritil, se aplicarctrt 

únicamente a los procesos que sean CCnSeC'_t_ncia de negocio-. 

jurídicos (contratos, títulos de crédito ' actos comerciales), 

celebrados y suscritos e partir-  dcl 23 de julio de 1996, fecha 

en que entra en vigor dicha reforma legal, en adelante". 

4.8.- CONSIDERACIONES Y PROPUESTAS A LAS REFORMAS 

PROCESALES EN LOS JUICIOS EJECUTIVOS. 

Dentro de este punto a tratar, hablaremos y daremos 

nuestro punto de vista sobre algunas cuestiones procesales que 

ta en o tienen efectos sobre el juicio ejecutivo, para des-

,'i t_;  r una propuesta que r criterio el que realiza este 

trabajo de tesis, deberia legislarse a_ reepecto. 

1.- Dentro del Procedimiento Ejecutivo, en la práctica 

actual en muchas ocasiones, tanto litigantes como actuarios 

(Ministros Ejecutores) se encuentran con el problema de que al 

momento de realizar 1%+ diligencia de embargo no se encuentre, 

nadie en el domicilio del demandado no obstante haberse dejado 
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citatorio con anterioridad. Al respecto el articulo 139.3 de la 

ley de•  1d materia establece. No encontrándose al deudor d la 

primera busca en el inmueble e_i;alado por el actor, p'er'= 

cerciorado de ser el domicilio de aquél se le dejará citato-

rio fijándole hora hábil, dentro de un lapso comprendido entre 

las seis y las setenta y dos horas posteriores, y si no aguar-

da, se practicará la diligencia de embargo con los parientes, 

empleados o domésticos del interesado, o cualquier otra perso-

na que viva en el domicilio señalado, siguiendo las reglas de 

la ley procesal local respecto de loe embargos. 

En estas circunstancias, si no se encuentra el deman-

dado •a1 momento de la diligencia de embargo, _l articulo 1393 

del Código de Comercio, nos dice que la misma se practicará 

con los parientes,  _mpleados o domésticos del interesado, o 

cualquier otra perscna que- viva en el domicilio señalado. pero 

qué pasa si no encontramos a ninguna de las personas antes 

mencionadas en el domicilio del demandado, es decir, no hay 

nadie _n el domicilio; el propio articulo 1393 nos remite a la 

ley procesal local, ae s1 articulo 473 del Código de Procedi-

mientos Civiles establece: Decretado el embargo, _i el deudor 

no fuere encontrado en su domicilio, para hacerle _ i requeri-

miento de pago, se le dejará citatorio para que espere a horas 

fija del día siguiente hábil,  '. si no espera, se practicar 

la diligencia con la persona que se encuentre en la casa o con 
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el vecino más inmediato. Este articulo en forma más práctica 

nos dice que la diligencia se llevará a cabo con la persona 

que se encuentre en el preciso momento de llevarla a cabo, y 

además agrega que de no estar nadie, se lleve a cabo con el 

vecino más inmediato, situación que no preveo el Código de 

Comercio, pero, aun asi, qué pasarla si en el domicilio del 

demandado no se encuentra nadie, y además ningún vecina quiere 

intervenir por ningún motivo a auxiliar al actor y al Ministro 

Ejecutor para llevar a cabo la diligencia de embargo, la ley 

no establece nada al respecto. 

Hoy en día y tiempo atrás, en la práctica este tipo de 

situaciones se da muy a menudo, casos en lo que los vecinos no 

quieren intervenir para nada, dando muchas argumentaciones 

como: no quiero tener problemas, no me llevo bien con el 

vecino, no tengo tiempo, etc., más ahora las personas de una 

misma cuadra, privada a condominio, muchas de las veces se 

ponen de acuerdo para ayudarse entre si y poder evadir la 

función jurisdiccional, no se diga -hora con tantos grupos de 

opresión que existen en la actualidad tal como la Unión Necio- 

nal de Productores AgropeCuuerios , Comerciantes, industriales y 

Prestadores de Servicios f7. C. "El Bar~on`~ . Dadas estas cir-

cunstancias será muy dificil o imposible llevar a cabo la 

diligenció de embargo como lo establece la ley; hoy en día le 

gente se defiende y trata de evadir sus deudas y compromisos, 

algunas veces por irresponsables y en le mayoría de las veces 
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porque no tienen dinero principalmente a causa de la crisis 

económica por la que atraviesa el país. 

Por estas razones se propone que cuando se lleve a 

cabo la diligencia de embargo y que no se encuentre nadie en 

el domicilio del demandado y que tampoco ningún vecino quiera 

intervenir o en -algunas ocasiones no están los vecinos, no 

obstante que la fuerza pública acude a la diligencia, que se 

legisle para que quede establecido que se pueda entender la 

diligencia con uno de los policías. Al hacerlo de esta manera 

daría mayor seguridad jurídica: en primer lugar, quién mejor 

que un funcionario publico (policía) sirva como testigo para 

per el desarrollo de la diligencia. En segundo lugar, el 

policía haría un parte informativo en el que anotaría los 

bienes que se señalaron para embargo, el día 4  la hora de 

inicio y de terminación de la diligencia. En tercer lugar 	en 

caso de que por determinada circunstancia las. copias de _tTipla-  

ramiento no llegaran a manos del demandado. CS(e al comunicar-

ea a la Dirección de Policía le informarían sobre lo que 

sucedió en su domicilio y les damas • datos sobre el juzgado, 

número de expediente y bienes que se señalaron para embargo; 

de esta manera se le carie también seguridad Juridica tanto al 

actor, demandado y Ministro Ejecutor. Al actor porque evita- 

rian en un momento dada que _•e le promoviera un nulidad por no 

haberse hecho la diligencia conforme a derecho, al demandado 
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porque tiene los datos necesarios para poder acudir al juzgado 

que emitió la orden de ejecución y poder ver su expediente, 

estando en posibilidades de contestar la demanda entablada en 

su contra y defender sus derechos, al Ministro Ejecutor porque 

se le darla opción para poder llevar a cabo la diligencia 

con-forme a los lineamientos legales de acuerdo a cualquier 

. 

	

	situación que se le presentara, ya que en varias ocasiones el 

Ministro Ejecutor la diligencia la lleva a cabo con el cerra-

jero o con un vecino ficticio al no tener alternativa, es 

decir, cuando no hay nadie en la casa del demandado y tampoco 

ning¿tn vecino quiere intervenir, situación que no deberla de 

darse y hasta incurrir en responsabilidad pro no llevar a cabo 

la diligencia conforme a la ley. 

Por todo lo expuesto y analizado la propuesta es: Que 

en caso de que al momento de la diligencia de embargo no se 

encuentre persona alguna en el domicilio del demandado para 

poder entender la diligencia y que no acuda ningikn vecino al 

llamado de la puerta o que s_ nieguen a inter•,enir en la 

diligencia, ésta se llevará a cabo con el policia. 

II.- por otro lado, y siguiendo coro el procedimiento 

de la diligencia de embargo, el articulo 1--'4 del Código de 

Comercio en vigor en su primer párralo estatuye: La diligencia 

de embargo se iniciará con el requerimiento de pago al deudor, 

su representante o la persona con la que se entienda, de las 
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indicadas en el articulo anterior: de no hacerse el pago, se 

requerirá al demandado, su representante o la persona con 

quien se entiende la diligencia, para que señal_ bien__ sUrl.- 

tientes para garantizar las prestaciones r -_C1 :tiTidda5, -ap_r ci- 

biéndolo que de no hacerlo, _l derecho para se-lar bienes 

pasará al actor. Fi continuación se emplazar-_`t al demandado. 

De 	este párrafo, =Ltr ye un problema que 3e da en 1•_ 

práctica. y que es el de señalar" bienes suficientes para 

garantizar 1~_ p'__1a=i:_n_- =-'i. d•a=. pero. 	cuánto Será 

sLViciente. Al respecto el .articulo 432 del Código de P'roc_di- 

nnientos Civiles del Estado d_ Guanajuato establece: El embargo 

sólo procede y Subsiste en cuanto baste a Cubrir la su=rte 

principal, costas, gastos y daños y perjuicios, en su caso, 

incluyéndose los nuevos vencimientos y réditos justa 1-a cci';- 

Ilusión del procedimiento. Este articulo también adolece de 

=,.v.Ctitud. ya que dichos conceptos je costes, gastos y Ufanos y 

perjuicios, 'y los mueves vencimientos Y ridi`.i_ .'oo pueden 	3 " 

Cuantificsb1B5 en el momento de la di'_i;_nc_e. d_ embargo, y 

por lo tanto, no se sabe h2.St= por qué cantidad __ v  
lar bienes para garantizar i 5 prestaciones red_ amadas. En la 

práctica esto _s , __Ue1te por -_ Ejecutor "'-idiC`E.I, ya que 

=Sta determina a su juicio cuántos bienes ccx 1_S suficientes 

para garantizar i ;5 prestaciones reclamadas?  =Ceo parece ser- 

muy fácil y sencillo, pero debido a ello han =::r5ido ;¡ruchos 
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problemas, por lo siguiente: una diligencia de embargo en la 

que se encuentran las partes que daban intervenir ar la nisma. 

es decir, _l actor, Ministro Ejecutor y la parte demandada, al 

momento del ePialamiento de bienes 4  de acuerdo a nuestra 

legislación adjetiva civil, el derecho de designar los bienes 

primeramente c oc responde al demandado y si ea rehusa a hacerlo i 
o estuviera ausente ;l derecho de de ionarlos pasarla el 

actor. De aquí aducimos dos supuestos: 

PRIMERO.- Que el demandado e_n ,is bien_=_, 	u,-,_. 	_.. 

que los ssñala el actor se inconforme con lo Señalado argumen-

tando que 10 eeenalado por el demandada no le garantiza las 

prestaciones reclamadas, entrando en conflicto las partes. 

SEGUNDO.- Gue _i demandado se niegue a seN;elar bien-

as pasando entonces el derecho al actor para el señalamiento 

de loa mTtiemos, conforme el actor esté s=alando tienes, puede 

5LC=der que _l demandado se inconforme con el sefi_iariento 

h_c`o, argumantando que es _privo lo señalado par el actor, 

entrando por lo tanta en conflicto ambas parte 

Tanta en _l primer supuesto como en el segundo. el 

actuario tiene que decidir y resolver el conflicto. En el 

primer supuesta el actuario decide que afectivamente  lo sea-

lado por __ demandado es suficiente para garantizar lo recle- 
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mTi dú !  aunque el actor !  como sucede en la práctica, se moleste 

`/ no esté de acuerdo con la decisión del Ejecutor, ya durante 

Ei procedimiento y ---sn li-adc,  1o_• bienes por peritos, __ 

determina que lo= bienes no alcanzan a garantizar las preste-

cienos, lo que hace el actor os pedir una ampliación de embar-

go, p=ro al momento de realizarla resulta que el demandado ya 

no tiene bienes, por diversas causas, '/'a Se=t porque fue objeto 

de otro embargo porque 105 vendió o simplemente los escondió 

tomando come experiencia el primer 'r equeriiTmiento que se le 

hizo. ril actor EE le Causan grave_ de ca 	 -=t'j-1=-les_ ye. que 

,1 reo tener más bienes para garantizar El adeudo, surge la 

consiguiente inseguridad de hacer ofectiyo el crédito a su 

favor. Pudiendo tener responsabilidad .r: un momento dado e'_ 

Ministro Ejecutor. 

En el segundo supuesto, el Ministro Ejecutor considera 

que 	lo__a l do por el actor no == E);'--='_'JG, no obstante =l 

enojo = inconformidad por partem dei demandado, _, durante 3i 

proceso == determina que los bienes embargados sobrepasaron en 

demdsat -t las proa 	i_E reclamadas, _lez determina y  

resuelve que se les devuelvan loa bienes que sobrepasaron on 1V 

reclamado. El demandado sufres perjuicios í.a que primeramente 

la pena moral de sacarle sus cosas y en segundo lugar la 

privación del disfrute de esos bienes que i_ habi z secuestre-

do. 
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Estos problemas que surgen cuando se dan estas cir- 

cunstancias 	se presentan sobre todo o casi siempre en los 

Juzgados Menores o de Paz. Para evitar este tipo de coriflic- 

tos y consecuencias jurídicas se propone lo siguiente: Que se 

senalen bienes y si el actor es inconforme, que se serlaler! 

además lo que éste crea convenientes con la salvedad de que 

estos bienes señaledos queden en depósito a cargo del demanda- 

do, asi de esta manera el C. Juez decidirá si todo lo señalado 

garantiza o sobrepasa lo que se debió garantizar, tomando una 

decisión ya más prudente y en un momento dado haciéndose 

allegar-  la opinión de un perito. Con esto se logra que tanto 

la parte actora como la demandada no sufran perjuicio alguno 

ya que en caso de aprobarse la totalidad de los bienes, éstos 

estarían gravados desde que se hizo la diligencia y el actor 

podrá pedir el cambio de depositario si así lo desea. Y en 

Caso de no aprobarse la totalidad se levantará el embargo de 

los bienes que hayan quedado bajo custodia del demandado no 

causándole perjuicio alguno a éste. 

III.- La confesional. El articulo 1214 dei Código de 

Comercio reformado nos indica el momento oportuno para poder 

ofrecer" la prueba confesional. . que 	;:t!_l+:Tien:_ dice: Desde 

los 	escritos de demanda / CC+n testctt ion de 1.a demanda y hasta 

diez dias antes de la Audiencia de Pruebas, =_e podrá ofrecer 

la de confesión, quedando las partes obligadas c declarar, 

bajo protesta de decir verdad, cuando así i_+ _.tija el contra- 
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rio. Es permitido articular posiciones al procurador que tengo 

poder especial para absolverlas, o general con CZóusula para 

hacerlo. 

Sin emmbargo, parece contradictorio tal dispositivo, si 

lo comparamos con el 1401, al disponer-  que el juzgador-  abrirá 

el juicio por Un periodo a prueba, -se 'r ssrir __ dispositivo 

de la confesional? Es decir, `asta qu= momento puede `álida- 

mernte ofrecerse la confesional, si no =__ hizo en los escrito=s 

de demanda, contestación o desahogo de 1 ; vista _, la que ;lude 

el 14:1: 	por lo que la regla general del 1214 sólo ha de 

ap'_ icar s_ en el JUiClO Ordinario Mercantil, donde efectivamen-

te c_ conceden cuarenta die;=_ de perioodo probatorio con los 

diez primeros dime, para. _l ofrecimiento de pruebas (articulo 

1383); y en el Ejecuti•.o Mercantil, tal prueba sólo podrá 

ofrecerse en la demanda, contestación o luego de la vista de 

las excepciones del demandado. 

IV.-  La Fer i sial . Cemo ya se deje asentado  en el punto 

anterior (4.7), la prueba pericia! sufrió ..arias imodif cacic-

res para su  of -ecimi nto y UJ__aiiogo, aunque _n algunos. purtos  

estas modificaciones afecten, y se p'cdria decir, dejen en 

estado d_ indefensión a la pa,'te demandada dentro de los 

juicios ejecutivos, tal y como pues_ apreciares en el párrafo 

IV 	d_1 articulo 1257 que reces : En e'_ supuesta de que alguna__ 

de las partes no exhibe el avalt_'to a que se refiere el párrafo 



lio 

anterior-, el valor de los bienes y derechos será el del 

avalúe que se presente por le parte que lo _:;hibe. perdiendo 

sus derechos la contraria para impugnarlo. 

Este párrafo deja sin oportunidad a la porte que no 

haza presentado ev•ñlllo para poder impugnar el de su contraria, 

esta determinación deja en estado d` indefensión s cualquiera 

de las partes; • aunque en le realidad al que se ve dejar iride-  

Tenso va e ser-  la parte demandada de acuerdo con las siguien-

te= consideraciones: antes de que entraren aren _n vigor les 

reformas dl Código de Ccm erciop cada une de las partes nombra-

ba _n perito, 'j en caso de que alguna de las partes no nombra- 

re 	el suyo,. el tribunal les nombraba su peri to. pagando los 

honorarios de los mismos le parte que lo nombró . todo esto lo 

establece el Código de Precedirrrientos Civiles del Estado, de 

aplicación supletoria al de Comercio. Pero en los juicios 

_jec-'•tivos, ¡'a en la práctic 5 =u_.nido alguna de las partes nc 

nombre su perito. el tribunal l'_ nombre srn r eb dt da i_`:_, 

par.: _1 que paga 2lis honorarios es la parte actora, ya que el 

que por 10 regular no nombre perito ._ _s le demandada 5  teniendo 

el actor de esta manera la facilidad d_ dec..rlea _. los peritos 

que velen los bienes a bajo_ ce_tms. >a que es 11 quien` a a 

pagar sus honorarios, es decir, los que __ penare en contacto 

con 	los peritos ncmbr idos por el tribunal en , _b_ldte de la 

parte 	demandada, es le. parte actora y es quien le paga SU_ 
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honorarios a estos peritos, con tal de que rindan sus perita-

jes lo más rápido posible y a su conveniencia. 

Con todo _s'to se le deja en desventaja a la parte 

demandada, ya que SUS bienes o derechos son valuados e. costos 

fuera de le. realidad por las razones ya expuestas. Ahora con 

esta reforma que se comenta, con mayor r-S din se va a seguir 

con esta situación dispareja entre las partes que están en 

litigio, sobre todo en los juicios que se llevan en los Juzga-

dos Menores o de Paz, ya que como sabemos, en estos tribunales 

se dirimen controversias cuya cuantia este. limitada, ;r .S en 

estos juzgados donde se desarrollan juicios en donde por lo 

regular no se contesta la demanda, ya que el nivel económico 

de estas personas es muy carente y por io tanto no tienen para 

contratar-  un abogado y poder pagar sus honorarios, 1 le `. ndose 

.t cabo el proceso en rebeldia de la demandada. De esta manera 

e perjudica al demandado por la razón ya expuesta. Con la 

reforma en comento no se i _ da oportunidad S1 demandado para 

poder impugnar _i r_r ' 1_ _ _ _cnsidsr ándo5B muy drástica Por las 

razones expuestas con aner-ior-i dad . 

Ahora bien, en el párrafo  VI del mismo articulo 1257 

del Código de Comercio, nos dice: En todo'_ :_o- casos en que el 
tribunal designe a loe peritos, los honorarios de éstos se 

cubrirán por mitad por ambas partes. y aquella que no pague lo 

que le corresponde será apremiada por resolución que contenga 
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ejecución y embargo a sus bienes. Considero que este disposi-

tivo se encuentra fuera de la realidad, puesto que un deudor 

da origen al juicio por su falta de pago, en las situaciones 

actuales, seguramente por no tener liquide=, J luego por-  no 

cubrir los honorarios del perito tercero, se le pretende 

intimidar con un nuevo embargo, sobre todo en los juicios 

llevados ante los Juzgados Menores o de Faz, además de que el 

carácter de perito únicamente lo t=ndr-án los corredores pLlbli-  

coa e instituciones de crédito, lo cual considero también es 

un error., parque se deja _in trabajo _. Viran cantidad de profe-

sionales independientes que a esto se dedican y además porque 

pocas instituciones de crédito son las que realizan avalúos, 

salvo los necesarios en cuestiones d_ investigación de crédi-

tos. 

Le, propuesta es que cuando se trate d_ juicios lleva-

dos ante Juzgado Menores o de Paz, cada runa .da las partes 

nombre su perito, }' en caso de que la parte smTmandada no 

nombrare el suyo, el tribunal le nombre Lino s  auxiliándose de 

la administración de justicia, esto es, se puede echar mano de 

los mismos peritos con lo_ que cuenta el Estado para que 

a los tribunal__ en comento, esto con la finalidad de 

que no se le deje en desventaja ante su contraria. 

Ahora bien, el hecho de que Lina de las partes no 
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exhiba el avalúo, y el valor de los bienes y derechos sea el 

del avaltto que se presente por la parte que lo exhiba, per-

diendo la contraria su derecho para impugnar-lo. Dicha disposi-

ción se considera drástica e imparcial y se propone que se les 

de a las partes la oportunidad de poder impugnar dicho avalúo, 

ya que si por el hecho de haber precluido el término para 

ofrecer-  pericial 	ya tampoco podría impugnar el avalúo del 

contrario, lo considero injusto, ya que si bien es cierto que 

ya se presentó peritaje de alguna de las partes fuera de 

término y no se vaya a tomar en cuenta, no tiene nada que Ver 

si puedo impugnar el peritaje del contrario por considerarlo 

violatorio a mis intereses. 

V.- De la Testimonial. En cuanto a la testimonial el 

primer párrafo del articulo 1401 nos indica: En los escritos 

de demanda, contestación y desahogo de vista de ésta, las 

partes ofrecerán sets pruebas, relacionándolas con los puntos 

controvertidos, proporcionando el nombre, apellido y domici-

lio de los testigos que hubiere mencionado en los escritos 

señalados al principio de este articulo. 

Esta parte de este dispositivo nos indica que debemos 

de proporcionar el nombre, apellidos y domicilio de los testi-

gos, lo cual se considera erróneo, ya que al hacer ésto, las 

partes se darían cuente de cuáles personas van a deponer en su 
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contra y se prestaría a que las partes puedan intimidar, 

agredir, amenazar o sobornar a los testigos que van a deponer 

en su contra, dando lugar con esto a que el Juzgador" obtenga 

declaraciones falsas `/ alejar l juzgador de poder emitir una 

resolución justa y conforme e derecho. Tel disposición deberla 

de abrogarse en el sentido de que no se den los datos referen-

te e Ics testigos sino hasta el dic de le audiencia respecti-

va, ;'ñ que de lo contrario se le restari s imiérito _t la acertada 

reforma del articulo 1263 del Código de Comercio referente a 

que las preguntas =serán -formuladas verbal y directamente por 

las 	partes. Ya que de rada ser /ira que lea preguntas sean 

directas y en icr-m.a Varbal si el testigo de antemano va a 

declarar en cierto sentido. En cambio, si se deroga la parte 

en comento, se presentar la a los testigos el dic de la audien-

cia señdlada y se desahogaría lC prueba .'.in i,ia`¡'Gr espontanei-

dad y lograr declaraciones más veraces y poder llegar a una 

conclusión dentro de la realidad justa y apegada a derecho. 

Por lo que se prepone que se derogue asta - parte d_ 

este dispositivo en el sentido de que no _e tenga que propor-

cionar el nombre, 3p_? IidU_ }' dC;7iic-1 _c J_ los t=S`_: os. 

Ahora bien, el párrafo i del artículo 1269 nos dice: 

Cuando el testigo resida fuera la de 1_ Jurisdicción territo-

rial del juez que conozca del Juicio, deberá el promovente, al 
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ofrecer la prueba, presentar interrogatorios con las copias 

respectivas para 1.as otras partes, que dentro de tres días 

podrin presentar sus iritarr-ogatorios de repreguntas. Para El 

>amen de estos testigos se librará exhorto en que se inclui-

rán en pliego cerrado, las preguntas y repreguntas; en rela-

ción con la primera parte del articulo 1270 del Código de 

Comercio que nos indica: Las partes puedan asistir al acto del 

Interrogatorio de los testigos, pero no podrán interrumpirlos 

ni hacerles otras preguntas o repreguntas que las formuladas 

=n sus respectivos interrogatorios. 

Nos 	preguntamos al por qU_ na -- ,'_ . or"iT+t] el articulo 

1270 del Código de Comercio en el sentid: de que no -- permite 

a las partes hacer otras preguntas, es decir, si el articulo 

1263 se re-formó permitiendo a las parte= hacer las preguntas 

en forma directa y verbal 1  entonces el articulo_ 12.70 debió ser 

reformado de tal manera que __ permita a 16.E partes tes hacer 

repreguntas eguntas en Todita directa '/ verbal. Ya que di_- 10 Contrario 

no se podr-ia llegar a tener un desahogo da prueba convincente 

porque, aunque se les de copias a las partes de los interroga-

torios para que elaboren sus repreguntas, r_G+_:iyc un tatuo 

ilógico  que 1_, parte que va a repreguntar 	_. estar 1_ que  

ve 	a contestar. _1 testigo, e= decir, cómo .'.t e poder hacer 

repreguntas _guntas si no sabe gLte CC lo que :,a a contestar al testi-

go. 
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Estarla bien que se enviaran los sobres con las pre-

guntas y repreguntas al juez exhortado, pero que también se 

les permitiera a las partes asistir al desahogo y poder hacer 

otras repreguntas. Porque de le contraríe tendríamos que 

adivinar qué es lo que va a contestar al testigo para poder 

hacer las repreguntas, porque, qué pesaría si el testigo no 

contesta lo que creíamos y si las demás repreguntas tienen 

relación con la primera, pues de nada servirían las_. dem =_ 

repreguntas hechas, y en consecuencia no se lograría obtener 

la verdad de lo_ hechos que Se traten de probar. 

Es por eso que se propone se reforme al articulo 1270 

del Código de Comercio ' __ dejen intervenir a las partes _n 

la audiencia respectiva, pudiendo hacer otras repreguntas, a 

parte de las que se hicieron y se mandaron en sobre cerrado, 

siguiendo Con esto _i _=_piritu de la 1e`;', de encontrar 1 

verdad ,f que el jucgadcr con basa en una prueba convincente 

pueda dar Uncí resolución acertada y conforme a la ley. 

VI.- De las Tachas. Por cuanto a la tacha del testigo 

sólo puede recusares dentro de lo_ s gui_nt__ tres días de su 

declaración, ación, por causas que 'islas hubieran c.ititido _n sus 

declaraciones. s. No puede ser tachable el dicho d_1 testigo que 

tuviere el mismo parentesco, interés común, negocios u oficios 

con ambas partes: as¡ pues, la tacha de testigos se realiza en 

vía incidental por la=S partes, o bien, de oficio el juzgador 
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las califica de acuerdo a lo dispuesto por el articulo 1312. 

Sin embargo, considero que nuevamente, el legislador incurre 

_n contradicción cuando se establece la tram_taci•_`n de le 

Lacha en 'iiC incidental, cuelqui_;--  incidente se resuelve 

mediante resolución irterloc'_ttorie ¡ sin embargo, la techas 

serán calificadas en la sentencia definitiva. 
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C Oi M. C L. tJ.. S 1 0 N E S 

PRIMERA. E: trabajo es _1 medio de :ida por -.calen- 

cía y en nuestra 2SiS impera el derecho de que cada quien 

puede dedicarse •_t la actividad que {mejor le acomode, siempre y 

-cuando sea licita y nc afecte derechos d_ terceros. 

,si pues, en el Krl t CU1,3 g de la Constitución Políti-

ca -dms los Estados Unidos Mexicanos 32 ejercicio dei comercio 

__ encuentra  t"e__r::ci r como una ac i`iidad a 1r. qu-_ cualquier 

persona puede dedicarse siendo 1 t C_ {:o. inclusive tal derecho 

tiene el rango de y"r.ntia individual 

SEGUNDA.- En toda sociedad, para que prevalezca _1 

urden publico. es necessario alíe se regulen _t tr.  Ls de una 

Serie de sistemas normativos las relaciones entre sus miem-

bros. De esta forma, el Derecho Mercantil regula las rE?ñcio- 

ncS entre particular__ de entre t'_= cuales alguno tiene _ 7  

carácter de comerciante c,  realiza .algún acto de comercio. Faro 

para tener =ser carácter d_ co ,rc'_=,nl_, -= necesario que le, 

persona haga d_1 comercio _u actividad habitual i sin embargo, 

también aquellas que real icen _._t_- de naturaleza. mercantil 

esporádicos o aislados, s_ regirán Por el Código de Comercie. 

TERCERA.- Se ha discutido mucho. tanto en 1=, práctica 
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como en la doctrina, los alcances y diferencias e;tistentes 

entre el acto dur-idico mercantil , el acto jt.tridi.co  civil. Tan 

es tlsi . que ninguna definición de cacto de comercio es .acepta" 

da Unánitfmement , esto .aunado a que tanp=c7 r:uestro Código de 

Comercio lo conceptusi i za y  sd•'ce __ concrete a hacer una 

enumeración casuistica de los actos a los que les otorga ese 

car.  d cter. Sin embargo. ae pueda concluir, que la di ferencio 

entre ambos 1a delimita la finalidad de la ejecución del acto, 

es decir- , los mercantiles e car.actor-izen p  el lucro que se 

per-si,ue -Al ejecutarlos, por la ganancia que se obtiene, por 

la 	capE_lld__ó' pr rplTi_n L_   dicha. Por tanto serán Brnn cCtus 

civiles 10-5 que no tengan finas lucrativos aunque impliquen 

m".. i4lmen he la compraventa C. 'da  

CUARTA.-  Resulta de importancia concluir que en la 

evolución del comercio lo figura d_1 crédito se caractarizaba 

por la "confianza" que s= depositaba en la gente a la que s= 

otorgaba, paro _n _a actualidad 	_`i d: a _1ctor __ ¡irinri li- 

men e 	económicas,  -__, il=, I: :r_l-s 	ha cambiad _,quadandc como 

elementos d_1 cr ódito la existencia da bienes, su i ;"ans f or eil-  

___. per u.r, tiempo en e-7 us se usan ¡` .a 	i::_ iclaC?IJn d_ =u 

restitución con el r_.g-o d_ ciar `__. _c.ri_i ad or s uaa. _limi-  

_._; ?1 elr_m_n .0 =orlfi_.n_a. que _.hura 	rc 	_ltstituidc. 

por _a garantía.. 

GIJINTA.- El nombré del Juicio C _ü_ttio Mercantil _•=n 
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los titulos ejecutivos, entre los cuales algunos son titulos 

de crédito. La diferencia entre ambos documentos, entre otras, 

as que el primero _s el género y el segundo la sspeci_, defi-

riéndose colmo tal el documento necesaria para ejercitar el 

derecho literal que en é1 se cen=_igne. y el titulo ejecutivo, 

es un documento considerado como presupuesto para alguna 

ejecución procesal y que origina la obligación del órgano 

jurisdiccional de desarrollar une; actividad con finalidad 

ejecutiva. Por tanto, no todos los t tules -_ crédito son 

ejecutivos y. a su ves, rto todos los ejecutivos son titulo=_. de 

_rédito. Lo que _i -- --=rtc. 'y e. =i _ ha _'J-:{.=nidc 1=. Suprema 

Corte de Justicia de la Nación, es que los titules ejecutivos 

constituyan un_ prueb-_. pr _conetit-lid_. d_ 1a acción que __ 

ejercite con ellos. 

SEXTA.- 	Los conflictos comerciales 'que __ resuolvar 

i 
	con la intervención de un órgano jurisdiccional, han E'':'O1!l+_lo- 

nado para iras adecuando a los usos y costumbre=- de cada lugar 

e _ade pcce. fisi p la historia _e estudia, par"'_. _.:11o•_E:, _1 

pasado,. _nt_nde-r el presenta y prever el futuro • d_ este 

for-ma. por- 1G qua teca a1 procedimiento ,;,_, =an =_'- . -- puede 

afirmar que tuvo su ereger, en 15 Edad M_Ji_, -_n los Ccn =•ul.a~G~ 

que nacer-'cn en 1C -aria.- europeas, c-n les +q!;= no _e observaba 

ninguna, formalidad 	que se basaba '_tnicarísen te en la equidad, 

Siendo hasta el Código idaq'ole'dnico =n donde so delimite Si 

contenido d_ esta rama del Derecho •y' -- le dr. al pr oCaao tina 
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nor-matividad especifica. 

SEPTIMA.- En Mico. 1n _'l=luciórf de 1= legie1 Ciin 

mercantil, en general, ha sido lenta, aun cuando nuestros 

or igenes se caracterizaban esencialmente por practicar esta 

actividad junto coro el dominio militar, pero se sabe de lit 

_..st_-tici=t de tribunales encargados de impartir jf_tsticie, _n 

-=_=G ámbito ya desde 1=• ópcc. pr'_hispáfiice. En la colonia se 

introducen las normas españolas r_pr-_sentad_ S por la Leyes de 

indias, mism2.o que tuvieron rigenc__a ttlri en _l Mico indepen-

diente, hasta que mace el primer Código de Comercio conocido 

como el Código d_ Lares. Importante resulta destacar-, que 

después de este Código, solamente han habido dos más, inclu-

yendo el vigente que cuenta con una 'vida centenaria por haber 

sido promulgado en 1589, ¡ que sin embargo, a pesar- de las 

diversas reformas = que ha sufrido, permanecen conceptos obsole- 

tos ,   	 .nuestro  mayormente si _cr _dms cm=~ el hecho .e que 	 ñ_ S 

entrado a un T:U.dG d= =='J Iom&e ylobai :_,C''t. esto _E, comer- 

c7.G sin fronteras 'y' arancelas con la firfTfa de tratados • inter-

nacionales de libre comercio. 

OCTAV .- En tór-min_= generales, _l proceso e__ un 

conjunto de fases o etapas en un ac rftecimi_rf to 	pr ocedim_n- 

talment_ hablando, tal concepto se equipara _1 conjunto de 

actos del Estado como ente soberano y de las partes interesa- 
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das en la aplicación de la ley a un caso concreto en contro-

versia para que sea dirimido. Ahora bien, por procedimiento s__e 

entiende la relación de '`orimalidades o tr-mitas mediante las 

cuales se va desenvolviendo Cl proceso. 

NOVENA.- Una institución procesal medular- en le mate-

ria da comercio, lo constituye la Personalidad de Iris litigan- 

tes, que luego de la r_~orma materia d_ estudio do la presente 

tesis, se reglamenta en tres Í igur as e a saber: los ausentes, 

el gestor judicial y el liti_=consorcio. Conceptos que sufrie-

ron adiciones interesantes, y de las cuales destaca el dere- 

cho que _fibra se contemple para impugnar la personalidad de la 

contraparte, ella en vio incidental y par tanto. sin que s_ 

suspenda el procedimiento en el principal. 

DECIMA.- La notificación __. el ((It_-';d_'_ SE'gal por el cual 

se 	da _. conocer principalmente a las par tea, o en su caso a 

ter :eres, sobre _l conts~__o de una resolución _udicial. ~f 

partir del 2 	de üyy'_ _ 	la codificación mercantil 

di=-pone expresamente los tipos de notificación que, se regla- 

menten en sus procedimiento_; 10 cual, es 	csLti' - Por" la 

seguridad jurídica que trae consigo a las partes_ en cuanto 

que éstes tengan acceso al conocimiento fehaciente de las 

diversas etapas en que avanza el procedimiento mercantil hasta 

su conclusión. 



124 

También, la forma de computar los términos tuvo una 

reforma interesante, cuando ahora comienzan a correr desde el 

dia siguiente a aquel en que haya surtido efectos _l emplaza-

miento o notificación j' se =ont ri en el los el d`_a de venci-

miento. tiento. surtiendo efectos las notificaciones personales el día 

siguiente en que se hayan realizado: de tal forma, el cómputo 

de los términos mercantiles ahora se equiparan a los términos 

del procedimiento CiV!i unificando ambos procedimientos. 

DECIMA PRIMERA.- Otra novedad originada con la reforma 

en 	estudio, lo constituye la caducidad de la _nt_ ,.anc_a. con 

efectos muy particulares en esta materia, ya que úlnicamen te 

caduca la instancia no a=_i la acción ejercitada : luego enton- 
í 

ces, bastar=+n ciento veinte dios de inactividad procesal del 

interesado para que su derecho de reclamo de justicia se vea 

truncado, en forma provisional., ya que le quedan a salvo sus 

derechos para que posteriormente los haga valer pero ya no en 

} 	esa instancia • porque deber& r ein;___lr =_ Juicio. 

DECIMA SEGUNDA.- ` establece Lau_ece una  nulidad de actuacio- 

nes 	

o- 

nes 

 

comp et_.mente oficiosa, cuando ser_.n nal:- `.:_d__ loe actos  

judiciales practicados ta_' intimidación o fuerza. Así '_as 

cosas, 	cuando un juez I G L  tete I 
  .1 tales a-__ ,_ _L _ _.__r_sp 	sobre 

todo actualmente considerando les grupos de resistencia civil, 

ilámen=__ barzón. 	asociaciones de deudores, etc. . que lo 

llevaron a acordar o resolver en forma contraria a derecho, 
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terminada tal situaaión intimidante, nulificará 1G actuado 

retrotraerás sus afecte. como si nada hubiera acordado. 

DECIMA TERCERA.- La tma ar i -. mercantil, psr di_pC'--:rl 

de 	la Cart_. Magna, =- =rt__L_ t`. _. reservada ad = 	1- 	1=-C1=._.Crt 

federal compete al CVr;r ___, d_ 1_. Unión I=, creación y pr ou:ul- 

CC].bn de 1-as -_yes _r; LCdC. 10 !::_it'=_rn_anta _cl camerc_m, 	sin 

itt_rG. __= L
c 

- Gr - 	. i--= da jurisdicción  sato as , t an to 

las 1.:«: _ 1__ 	G.-i 	i Ñ_ __.. TI 	i 	__ ___ 	_ _. J_ 	1 J 	G L_ 
_L. 	}i _~!L _, _r 	. _ .r ~ __ __1 V 	r-... .. t 	~ ~-1 _'J _II 	i ~_:JClii~-rl __ 

y dirimir I_= conflictos _n esta materia. Sobr=. j_c_r, 

que en 	 - pr tctica ,, Isa 3LZ;sd:sd5 CLo, 	Isor. : su 

saturación por les cuestiones d- Amparo, _isan toda. _1:,=_= de 

'_t~  

mercantil 

DECIi'1A CUARTA.- L_ie9c, de =ria1.._ar i pr ='__ndd_r d_-.,u- 

út '_f las motivos que : layaron t _. _= creación d=1 ^_Cr_`__ ` , ___ 

d_r:---'1 que rearmó ., _.d_os=ri_̀ y dsrci ml_I___ 	cc d`_ñrC__C__ria_ 

t1 Y , 	 1 _ -.d 	._- crea: 	_!lt 	Il_i_, _ 	.__=d_Ii arll_ 	•.~_. 

. _r__•_-t---n 	 I ::. jora sor" m:4, _ ó; i! .r. .c. _. ~'- !_._ _. ~_ _.r_.  

--= r✓rcnta y _.:~sd-t_ _:-. _:. íflc.L:r-_. =t ..i'`__ T an __ _.,r q!,_ 

en 	C_rtcr al 	_- 	-d'-t'-- 1 1-- t-'tT:1-.:3_ 	__ :~~..,._!a--=. .1 	_.- imita,, 

`•-- -3 amaiL:ar .r: qué IüC_ri - -- rea.::-. --  

~..i :L'_l tLi .,. .:t ya 'qus :LnL_!t_.._ _._ .__L-,b_ 	 _r -•:n nueras reglas en 

taL_ar_a d= pruebas y en _tn=. forma b: _ _, ripidamanta cc 1 i_. 
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a la sentencia dafinitiva, usando plazos reducidos y comunes a 

las partes. 

DECIMA OU_NTA.- Por 1tim_. debo apuntar 'que si* •_ i'_- 

del presente trabaja _o constituyó el realizar un análisis a 

las recientes reformas al Ctdigo de Comercio, en lo relativo 

al 	Juicio Ejecutivo Mercantil : ahora bien ; -_`_.= r_forma= 

trajeron consigo cambios sustanciales. la  creación d_ 

i 	

insti y_- 

CiGr== procesales hasta antes i r __ tente_ en la materia, y en 

general + una modificación a la naturaleza del procedimiento 

mar:an til i por _? lo, coma propuesta me atre . _ _, _. - _, li~v,f 	que 

con=sidero obsoleto conservar en vigor un Código promulgado a 

finales  dea sig la Pasado, cuando Una serie de reformas -pr1n- 

cipaliTlente la do mayo de 1996- han cambiado completamente la 

estructura del original Código, por lo cual, el legislador 

.edaral, siguiendo el _spirritu r-oncv_.•dor que hoy en dia lo 

caracteriza, d b•-.ria pr mingar un nuevo Código d_ Comercia. 

DEC: T Mn =EXTA.- Cr 	dar: ,que '- t-ac +__._  

adiciznes al _;digo de Comercio ion benC't scas. ya `-irle el 

legislador +r=r=iarT= al tra . i _..i da 1= prueba  p =r ?-__+ ! 	i" 

=oncretan_nte, en cuando al _. ;1i'.0 de bienes mueblas 	! __ 

dictámenes Anca y exclusivamente serón n__.l_zadon por _ rr _- 

doras páb icor = instituciones de créd_ c; sin embargo, ac- 

LUal en 	'_=t =.=iividad d_ corredor- no _e encuentra It$ L_r__._ 

men e disponible para cualquier persone.. )% por cuanto a las 
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instituciones-_ de crédito, la mayoría de la=_ asunte=__ que c:rigi- 

nan al JLIjCjC Ejecutivo Mercantil surgen de negocios de parti- 

- 	- 	, 
l.L11 CreS 	con 	estas per=__<n_=_. ,~~or-ñl_=. 	~_I`-' se 3 	-- 	--~rr~_r- ter- r% 	a 

tLltUre en una especie d_ Juez y F= t=3 •-= ida sus intereses 

_cenórni ces e,_ ventilen y edsHi e Valer _n le ejecutado -n 1c, 

misrTTes, previo =. su remete. 

rn iy n SEFT Mn - 	.i_-c_ 	l _ -- 	_ 	l~ 	L DcLIrlr~ 	acr Ii n. 	iti~~=~:~~~. --. , ..:";T~~~ .r; '~L 	.•n _ra.;-; 	=n 

vigencia las reformes ¡ ediciones =CL!=Ci mi tiples 	`_r adi1_- 

_ 	inclusive interp•r et=c:.cn_s per •ter pes 	a -_'_- -_ 

sumamos el hNsc c'' '-e que _n `=ri;r1 negativa -- anuncia la re 

L  	- 	 .1 
_.;.r1 iCGciun 	ciertas 	 ='r =On.E,n .n d- L _ _~ri ~:r i_ i CE supuestos; _OS; 

Cuando toda ley debe ser g_nárice, es decir, d ,= erigen no debe 

hacer distinciones. Porque _n última instancia, en ciertos 

momento y casos especí i i=es. el Oúdige de comercie se aplica- 

rán 	t 	 sentidos  

 

en CC_~ri n~dG~ 	este . , antes ¡Jespus r_ laye 

d_ 	1 Ta 	de acuerdo e. 15 f__i1a de eL!5=:".7--Gri ;' 	_,. ' Tisn e de 

,_ 	_ 

DECI IPI OCTr"+VM. ~itsrrisa.nds 155 ideas expuestas ccr e 

epi nion_s per scn_t'_c_ e_ que prepongo  las sL ui_ntee  

=t: C`•d_go de Comercio 

Respecte _L 	articule t 	1 T n 	- _ 	y 1 p 	_ 3__ j_ 	n 	1 

memento de 1_, diligencia de em barge re =e encuentre persone 
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alguna en el domicilio del demandado para poder entender la 

diligencia y que no acuda n rfgt'tn vecino -Al llamado de la 

puerta o que =__ niegue a intervenir en la diligencia á_`a ce 

lleve a cabo con el ralicla qt-t_. 	_odio auxilio de `'-t_r_a 

pú __ i _a, haya 	 i c L .r o _ di cha actuación jud i c ial 

En 	cuanto 	..1 =..-` { CL;_ _ i94, _i_t 	C 'que 	=a  

bienes y 'o . 51 actor e_ inconforme, c_ =_rtaslen =iJar,i`._ 11o_ q uc 

-te =rea, conven¡_nt_e. con 1e. celvedad J_ que lo_ IT síTio 

quedan en depósito a c_.r;o del dCITIC.nd do4 siendo G1 :.7 uz'y adcr 

quin decida ci todo __ seF a1_.dc, garantiza o =ob'r ep_._' __ •y'-.= 

-- 	reclama, tomando una decisión prudente r1 1=1 _̀'n'JCI_» Ci legar 

la opinión d_ un perito, logr- -1dc== =._i que tanto 1_, parte 

actora como lec demandada no sufran perjuicio alguno. ya que en 

caso do aprcbarc= 1a totalidad de 11=5 bien=_. ==los ==t_trian 

gr_ radoe desde le 1ecl'IC. _-. que ce hizo 1a d!'__;_nc: 	y _- 

a ctor podri pedir- s1 .ct 1Tfbio e J!_'p'-citar i'e -- -._+ lo ja cido. 	 -. 

ceca de no ep -:tc -ce la totalidad da los bianas • el Juec 

de eqL.el las en exceso. 

1.=. _.'ut2.. --- . 	_'— _ -i ----.S _. 	(  

'_.-,T,_r= para _fr_car- -= or:f_C_y. 	---_ sea aplicable al 

ll_C1_I Ordinario Mercantil, porque cc _n _=ta donde __ conce- 

den cuarenta die;= de dilación probatoria con '_os d ie_ primeras 

par 	1 ofrecimiento' expreso d_ probert:as (articulo c ___'•:1 ' Y~ ~ B  
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que en consecuencia, en el Ejecutivo Mercantil, tel prueba 

=ólo pueda ofrecerse en lit delml_nda, conte_t-ción de le mi=_me 

lLlegri de la 'íiet_t de 1•K_ -..=3p__ res=. dr_1 d_'ITi_.rld_do. 

En 	•=Cien o a le pruebe ;==i"i'=:=1 	E_ .-_ C't"ITte =l er t { rLt- 

lc 

 

127, en el sentido de que cL'._(rld_ _= trate de juicios 

_ntii'dcs ente JLicged!rs Menores o de Pa=. cede une de lec 

per-t=a nombre su perito 'j en =a__ J= que la parte deçnndede no 

nombre _1 	stl;Jo. el tribunal lo d_=_'ar(e aLl:.il.l lnd':__ de 	__. 

Ad 1miniatr ecitn de Justicia, ::t kravc_ de los p_r itoe con que 

cuen t
1 _ 	e 	__L_do 	.__ 	.0 	_ t _I J .1 _ .1V 	 _1_ 
a l __. 	_ 	C'_ .v. 	~ ..r I 	q 	-rl _. _ ._ _ 1_ .. .~ 1_,_ I. __ _C 	..r _ 	en 

desventaja ante SU contrari a. ice. id_(T( _. pera el ceso d_ haber 

pr ec Uid:7 el derecho 'at _. orecer _rece, 	 le p_r i cia.i  _= las de e las 

partes le oportunidad d_ iepuçner al _ . ellt•=. 

Del artículo 1401 4 se dercque la obliocción del W- 

1apellidos y  

cilio de loe t__ _ cJ'=. 

_.._=ten 	te t=1T:•=ni:;_=c ;...s 	=_=. dasehog erce por =.!_:' ='. 	por 

-'-•" 1' - testigos fuere di l'_ ;.- en que a= radi=e __ Juicio, 

ea pcibiiit e ICC partas re.::: lee a r i  

1_b'r y directa, y nc l:ni=aITiertt_ _n pliego cerrado. 

Finalmente, __ _._'__.r= _'_ arttI =Lt10 -?12, ye que  
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Ui{ 	_c.nt adiCC Óri cuando s= establece 1.t tr=t{ritación d_ let 

tacha d lesa os Cr{ yi_t iinc.i entC.i, qua d'_bel la recaer r c-  

lución irt rlocu cria y neo Cuandc las tach 	scn calificadas 
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